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INTRODUCCIÓN 

 

     La propiedad intelectual hoy en día se constituye como una herramienta primordial para el 

desarrollo no solo cultural sino también económico de cualquier país, ello gracias a muchos 

factores provenientes del proceso de globalización que hemos experimentado en las últimas 

décadas; de ahí que el derecho de autor haya incursionado en varias legislaciones del mundo, 

trascendiendo la esfera del derecho privado y convirtiéndose en un tema de interés social que 

compromete a los Estados con su observación y protección.  

     

 Precisamente la actual Constitución colombiana del año 1991, en su artículo 61 consagra lo 

siguiente: “El Estado protegerá la propiedad intelectual por el tiempo y mediante las 

formalidades que establezca la ley”, este precepto implica que el respeto por la propiedad 

intelectual rebasa la materia civil y penal pues al ser reconocido en la carta magna como un 

derecho social, económico y cultural, también compete al poder público. En ese orden, el 

constituyente otorgó al congreso mediante el numeral 24 del artículo 150 ibídem, la función de 

regular el régimen de la propiedad industrial, patentes y marcas y las otras formas de propiedad 

intelectual, entendiendo por estas últimas el derecho de autor y derechos del obtentor (sobre las 

variedades vegetales), conceptos acuñados a partir del  desarrollo del ordenamiento jurídico,  la 

doctrina y jurisprudencia nacional, así como de las normas comunitarias ( Decisiones  de la 
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Comunidad Andina) y de la jurisprudencia del Tribunal Andino, siendo pertinente señalar que las 

normas comunitarias andinas,  en virtud del principio de preeminencia, se aplican en Colombia, 

por  ser un Estado  miembro de la Comunidad Andina, a raíz  de la expedición de la ley 8 de 

1973, que aprueba el  Acuerdo de Cartagena,  ente de derecho público supranacional, que  

actualmente está conformado por Colombia, Perú, Ecuador y Bolivia.  

      

     Así pues, enfocándonos en el  concepto de derecho de autor encontramos gran riqueza y 

amplitud en su contenido pues recae sobre las creaciones intelectuales literarias, científicas y 

artísticas sea cual sea su forma de expresión o destinación y comprende aspectos jurídicos de 

contenido  moral y patrimonial; por lo que el presente trabajo monográfico pretende establecer 

normativa y jurisprudencialmente los preceptos básicos en materia de derecho de autor con 

enfoque en las obras musicales, así como las obligaciones que le asisten a las autoridades 

municipales de Pamplona frente a los mismos; determinando si se da cabal cumplimiento a ello.  

 

     Para tal fin, en la presente investigación proyectamos en el primer capítulo el marco 

normativo y resumen teórico referente a los Derechos de Autor y Derechos conexos; en el 

segundo capítulo, podremos apreciar como la administración de pamplona se encuentra frente a 

la verificación de pagos de Derechos de Autor,  y en el tercer capítulo trata del diseño 
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metodológico de la investigación , para lo cual solicitamos a diferentes autoridades del 

Municipio de Pamplona, por medio de  derecho de petición, informar cuantos procesos de 

verificación de pago de derechos de autor se realizaron durante los años 2015-2016 en vigencia 

de la ley 232 de 1995 y cuantos procesos sancionatorios a los que se refería el artículo 4to de la 

misma normativa tuvieron lugar; aplicando en contraste, una encuesta con el mismo contenido a 

los propietarios de establecimientos del municipio objeto de estudio donde se reproducen  

públicamente obras musicales protegidas por las normas de derechos de autor. 
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PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

      ¿Eficacia del desempeño de la administración municipal de pamplona frente a los derechos 

patrimoniales de autor por obras musicales y derechos conexos durante los años 2015 – 2016? 

DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA 

     La importancia de los derechos de autor en el “mundo moderno” llegó con el internet, medio 

por el cual la propiedad intelectual se diseminó sin control ni permiso, afectando no solo a 

autores sino también a los demás intervinientes en el proceso de por ejemplo una canción, que 

genera unos derechos de autor para el creador de la letra y para el compositor de la melodía pero 

también otros afines (conexos) para los artistas intérpretes o ejecutantes y productores de 

fonogramas en relación con el factor lucrativo de su trabajo sobre el proceso conductor a la 

canción final para presentar al público. (Cobo, 2014) 

     Colombia, en Pro del servicio, impuso a todos los servidores públicos el deber de cumplir los 

mandamientos de la constitución, así como de los tratados de derecho internacional ratificados, 

las leyes, reglamentos, decisiones judiciales y todos los demás cuerpos normativos emitidos por 

autoridades competentes que conlleven a la consecución de los fines por los cuales nos 

organizamos como Estado Social de Derecho.  (Naranjo, 2006) 

     En tal sentido los funcionarios públicos de los órganos Estatales Colombianos tienen un deber 

de respeto por la propiedad especial que constituye la figura de los derechos de autor, ello debido 
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a que nuestra legislación le reconoce su importancia no solo desde la configuración de un 

ordenamiento jurídico interno garantista para los titulares de los mismos, sino también al 

adherirse a los diferentes instrumentos de protección internacional de derechos de autor y 

derechos conexos, contando en la rama del poder público con una entidad especializada en estos 

conocimientos; a saber, la Dirección Nacional de Derechos de Autor. (Pastrana, 1999). 

     Protección de derechos de autor que se extiende a la música, pues esta incide en el comercio 

internacional y en el desarrollo económico de las naciones de forma innegable y de ahí la 

necesidad del Estado por garantizar el cumplimiento de las normas de derechos de autor y 

derechos conexos, pues la no existencia de una protección legal y real de derechos de autor 

llevaría a que los autores y compositores tuvieran una menor disposición para crear nuevas obras 

y que los editores y productores fonográficos no tuvieren gran interés en apoyar la fijación de las 

obras en forma comercial, promocional y de venta al público. Todo lo cual implicaría que la 

industria musical no existiera como tal, con una gran pérdida  en la generación de valor agregado 

y empleo que actualmente proporciona esa actividad. (Zuleta, Gil, 2003) 

     

 

 



 

 

 11 

JUSTIFICACIÓN 

 

     Siendo el ordenamiento jurídico colombiano eminentemente positivo, encontramos una 

amplia normatividad sobre la propiedad intelectual, con una evolución constante en todos sus 

componentes; tratándose de derechos de autor, tenemos que desde la adopción del Código Civil 

(artículos 2063 a 2065), siguiendo con la ley 23 del 1982, la Constitución Política de 1991, la ley 

44 de 1993, la ley 232  de 1995,  la ley 1493 de 2011, la ley 1801 de 2016, el decreto 019 de 

2012, el decreto 1066 de 2015 y la Decisión Andina 351 de 1993, los autores y demás titulares 

de derechos sobre obras literarias, científicas y artísticas cuentan con protección  constitucional y 

legal cuyo título originario es la creación intelectual.   

     Así pues, el respeto por los derechos de autor y los derechos conexos en Colombia emana de 

un mandato constitucional de protección a la propiedad intelectual,  que obliga tanto a 

ciudadanos como a autoridades administrativas y judiciales a cumplir las normas   que los 

consagran protegen, so pena de una consecuencia jurídica negativa para quien desobedezca, 

según la calidad del infractor; ello dado a que la naturaleza del ejercicio del poder en nuestro país 

está supeditado a la constitución y al imperio de la ley. En ese sentido, los derechos de autor 

representan un derecho de disposición  que tiene el creador sobre su obra, para quien comunique 

o reproduzca una obra la  obligación de obtener la autorización previa y expresa para su uso , 

además de un  pago como reconocimiento monetario de los  derechos derivados de la obra; para 
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algunas autoridades estatales tanto del ordena nacional como territorial, la inspección, vigilancia 

y el control para que se respete el marco de constitucional y legal dispuesto para tal fin y por 

último, para las autoridades jurisdiccionales la obligación de resolver las diferencias que se 

pongan en su conocimiento derivadas de la transgresión a las normas que protegen los derechos 

de autor. 

     No obstante, los derechos de autor son un tema especializado  de poca difusión por lo que su  

conocimiento  se atribuye a pocas personas en la población y a pesar de que los gobernantes 

locales poseen varias  competencias para verificar el cumplimiento de las normas que protegen 

los derechos de autor, como en el caso de las obras musicales, donde a la luz de la ley 232 de 

1995 (vigente hasta el mes de enero  de 2017, cuando entro en vigencia la ley 1801 de 2016), le 

asistía al alcalde directamente o a través de sus dependencias el deber de verificar que los 

establecimientos de comercio abiertos al público contaran con el comprobante de pago de 

derechos de autor por reproducción pública de obras musicales, y a su vez  la competencia para 

adelantar el procedimiento previsto en el artículo 4to ibídem contra quienes incumplieran la 

acreditación de dicho pago;  lo cierto esa competencia no se ejercía cabalmente en muchas 

regiones del país, hecho que no es ajeno al Municipio de Pamplona. Lo anterior, genera  un 

incumplimiento a un  deber Constitucional y legal que exponía a las entidades a la contingencia 

de enfrentar justificadas acciones contencioso administrativas, además de consecuencias para los 

funcionarios   por dicha  omisión. 
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     Así las cosas, determinar si la administración municipal de pamplona durante los años 2015-

2016 dio cumplimiento a los preceptos de la ley 232 de 1995, la ley 23 de 1982 y la Decisión 

Andina  351 de 1993, en cuanto a la verificación de pago de derechos de autor por comunicación 

pública de obras musicales y si producto de ello adelantó requerimientos o impuso multas o 

medidas de control, nos permite observar la guarda que han venido dando las autoridades 

municipales de Pamplona en materia de derechos de autor de obras musicales y derechos 

conexos, así como percibir la efectividad de estas legislaciones en territorios provinciales 

Colombianos; efectuando no solo un aporte académico a los conocimientos teórico-legales sobre 

la obra musical como bien patrimonial inmaterial, sino también influyendo profesional y 

socialmente al exponer argumentos analíticos y jurídicos sobre el nivel de protección de estos 

bienes intangibles en la Jurisdicción del Municipio de Pamplona, que representan un activo muy 

importante para el bienestar de sus creadores, en la medida en que el recaudo del Derecho 

Patrimonial de autor de obras musicales y el Derecho patrimonial conexo, genera una fuente de 

ingreso que permite mejorar la calidad de vida del autor, del compositor y de su familia. 

     Por lo tanto, estudiar estos contenidos tan poco indagados en municipios clasificados en sexta 

categoría como el Municipio de Pamplona, resulta imprescindible si ello nos conduce a impactar 

social, académica, profesional y hasta políticamente en el territorio analizado, ya que 

investigaciones como esta pueden ser determinantes para los  administradores municipales, si 

tenemos en cuenta que aunque la ley 232 de 1995 fue derogada por la ley 1801 de 2016 “por la 

cual se expidió el Código Nacional de Policía y Convivencia” (vigente desde el 30 de Enero de 
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2017), el cual extendió, según el caso la competencia del deber de verificar del pago de derechos 

de autor por ejecutar públicamente obras musicales en establecimientos abiertos al públicos a la 

Policía Nacional en primera instancia y al alcalde en segunda instancia, pero  conservando el 

alcalde como  jefe de policía en el municipio y como primera autoridad la competencia total 

sobre el cumplimento de otras formas de comunicación pública de obras musicales, con el objeto 

de dar cumplimiento no solo a las normas de policía, sino a las demás normas que protegen los 

derechos de autor de las obras musicales,  por lo que el resultado del presente trabajo 

monográfico puede resultarle al mandatario encargado del municipio de Pamplona, una 

contribución al mejoramiento de su gestión en cuanto a derechos de autor de obras musicales y 

derechos conexos. 
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OBJETIVO GENERAL 

     Analizar el desempeño de la administración de Pamplona respecto de los deberes que le 

asisten en materia de derechos patrimoniales de autor de obras musicales y derechos conexos. 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

 

 Identificar el marco normativo y jurisprudencial de los derechos patrimoniales de autor 

de obras musicales y derechos conexos 

 

 Realizar un análisis sobre las obligaciones que tiene la administración del municipio de 

pamplona en cuanto a los derechos patrimoniales de autor de obras musicales y derechos 

conexos 

 

 Determinar si el municipio de Pamplona durante los años 2015-2016 dio cumplimiento a 

las normas de derechos patrimoniales de autor de obras musicales y derechos conexos   
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MARCO REFERENCIAL 

1.1. Estado del arte 

     Según la profesora Delia Lipszyc, la teoría del derecho sobre bienes inmateriales fue 

elaborada por Josef  Kholer, quien sostenía que la idea de dominio solo puede referirse a cosas 

materiales, y que ello no era así en relación con el derecho del creador, puesto que se trata de un 

derecho exclusivo sobre la obra considerada un bien inmaterial, con una valoración económica, 

lo que difería de la naturaleza del derecho de propiedad que se aplica a los asuntos materiales, 

razón por la cual tuvo que admitir una nueva categoría, la del derecho sobre los bienes 

inmateriales. 

     En obras como la denominada “derechos de autor y derechos conexos” la Dra. Delia Lipszyc 

explica que justamente por la existencia de bienes inmateriales surge el concepto de la propiedad 

intelectual, del cual se desprende toda una categorización de derechos que a su vez se ramifican 

entre otros y construyen una red de propiedad apreciable económicamente, pero que así mismo 

abarca aspectos propios de la personalidad del titular, por lo que además de derechos 

patrimoniales otorga derechos de índole moral. (1993)   

     EL Doctor Ulrich Uchtenhagen, en el año 1997 en su obra titulada “la historia del Derecho de 

Autor y de los Derechos Conexos”, indicó que el nacimiento de los derechos de autor fue la 

respuesta de las naciones europeas y latinas a la surgida piratería que causaba estragos de tipo 

patrimonial en los sectores más respetados, en aquella época los literarios sobre todo. Esta voz 
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autorizada en materia de derechos de autor posteriormente reconoció en sus tratados que la 

influencia tecnológica sumada al paso del tiempo y los cambios culturales, otorgó a las obras 

musicales un papel protagonista en materia de protección intelectual; lo cual ha implicado la 

intervención estatal de muchos países en sus estructuras jurídicas internas y sigue siendo un 

desafío frente a la evolución humana y sus invenciones.  

     En el año 2007, la colombiana Isadora de Nordem, Fundadora de Focine y ex directora del 

Instituto Distrital de Cultura y Turismo, de forma muy acertada en importantes investigaciones  

de su dirección  ha reconocido que los países de América Latina y el Caribe en las últimas dos 

décadas, han propulsado importantes logros en el fortalecimiento del derecho de autor; 

otorgando especial mención a los avances en el campo legislativo, la inserción en el concierto 

internacional, la evolución en la gestión colectiva, así como el impulso a los programas 

universitarios de enseñanza del derecho de autor que se han realizado en toda la región.  

     Pese a lo anterior, reconocidos tratadistas sobre la materia como los referenciados y el DR. 

Fernando Charria García, coinciden en el desarrollo de sus obras en lamentar el hecho de que en 

la mayoría de los casos los avances legislativos o institucionales han obedecido más a 

entusiasmos coyunturales que a una visión de política pública, por lo que aunque regulaciones 

como la colombiana conceden protección normativa a titulares de derechos de autor y conexos, 

existe un desconocimiento entre las autoridades administrativas del estado que afecta gravemente 

su aplicación. (2001) 
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MARCO CONCEPTUAL 

     El doctor Ernesto Rengifo García, establece que “La propiedad intelectual es una disciplina 

normativa que protege las creaciones intelectuales provenientes de esfuerzos o destrezas 

humanas, dignas de reconocimiento jurídico” (1997, p.23). Entendiéndose entonces la propiedad 

intelectual como un tipo de propiedad, en el que se tiene un derecho real sobre una cosa 

incorporal creada por el intelecto humano, respecto del cual su inventor tiene potestad de goce y 

disposición tal y como se establece en el artículo 671 del código civil de Colombia. La propiedad 

intelectual es un bien que se basa en el conocimiento, la invención, la información, el ingenio; un 

derecho humano que resulta ser trascendental en un mundo que evoluciona constantemente  en 

aspectos culturales, artísticos,  tecnológicos y en intercambio masivo de información por 

plataformas digitales; sin embargo,  a medida que la sociedad ha avanzado, también se han 

incrementado las probabilidades de ser suplantados, plagiados en nuestras invenciones; por ello 

la mayoría de legislaciones han optado por resguardar la creatividad promulgando leyes y 

decretos que la regulen en todos sus componentes:  

 Propiedad Industrial,  

 Derechos de Autor y Derechos Conexos  

 Nuevas Variedades Vegetales  

       El presente trabajo investigativo tiene un claro enfoque proveniente de los DERECHOS DE 

AUTOR por lo que es importante conceptuar sobre ello. Así, habiendo determinado que la 
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propiedad proviene del intelecto humano expondremos la definición que sobre el tema estipula la 

Ley 23 de 1982 en el artículo 82:  

“Los derechos de autor recaen sobre las obras científicas, literarias y artísticas las 

cuales comprenden todas las creaciones del espíritu en el campo científico, 

literario y artístico, cualquiera que sea el modo o forma de expresión y cualquiera 

que sea su destinación”.  

     En Colombia tras el reconocimiento de los derechos de autor en los términos previamente 

citados, se crea la Dirección Nacional de Derechos de Autor (DNDA) en virtud a la Ley 52 de 

1990, entidad administrativa especial adscrita al Ministerio de Justicia que busca la inspección y 

vigilancia de  sociedades de gestión colectiva de derechos de autor y derechos conexos.  

     Una vez entendida  la noción sobre la cual se erige el derecho de autor  y determinada cual es 

la autoridad administrativa  ejerce competencias en varios aspectos relacionados con  el control 

de los derechos de autor, iniciaremos con establecer que este tema se rige por dos principios; el 

primero y debido a su nivel jerárquico se refiere a lo esencial, señalando que este afecta o recae 

directamente sobre la necesidad de la creación de la obra para poder hablar de Derechos de autor, 

clasificando el principio de esta manera, debemos contar con la Creación Intelectual, pues no se 

podrá aplicar la figura de derechos de autor, si no se cuenta con la propiedad creada ya sea por 

creación humana o derivada de ella, señalándonos entonces que deberá existir siempre un “algo” 

que se denomina obra ya sea literaria, científica o artística, también deberá ser Perceptible por 
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los sentidos, encontrándonos bajo la expresión de exteriorización, puesto que si no existe la 

producción o divulgación de la obra, aunque los derechos de autor protejan los derechos inéditos, 

se hace necesario que se presente la publicidad de la obra creada, así no se cuente con la 

materialización fijada de la misma, cabe resaltar que de este principio se deriva la No Protección 

de las Ideas, dado que lo que se protege es la forma en las que las ideas describen, explican, e 

ilustran la obra litería, científica o artística de creación del autor  y para culminar este principio 

deberá ser, Original la obra, la innovación, la creación de algo que no existe, apartando el 

concepto a la obra originaria, observándose entonces desde dos perspectivas; de una manera 

subjetiva, que esa la relación moral del autor con su obra, pues se supone que su trabajo es el 

reflejo de su personalidad y objetiva al tratar del campo netamente económico donde la obra 

desplaza al autor.  

Una vez entendido el Principio Esencial, se continúa con el Principio Secundario, que trata de las 

formalidades de obras de Derecho de autor para su eficaz protección.  Los  actos y  contratos 

para su debida protección deberán cumplir con determinadas formalidades y  se hablara siempre 

de creación intelectual humana, de la cual  emerge la Titularidad del derecho,  ya sea; 1. 

Originaria que habla de los derechos morales y patrimoniales, obviando la figura de obra por 

encargo, la que realice un funcionario en el cumplimiento de su trabajo, o en una obra colectiva; 

2. Derivada que trata de la cesión de derechos de autor por acto entre vivos por sucesión. 3. 

Plena al adquirir todos los derechos patrimoniales de la obra que se crea  y 4. Parcial. Titularidad  

que surge de una copropiedad o pluralidad de titulares. 
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CAPÍTULO I. MARCO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 

DE LOS DERECHOS PATRIMONIALES DE AUTOR DE OBRAS MUSICALES Y 

DERECHOS CONEXOS 

 

     Estudiar los derechos patrimoniales de autor por obras musicales desde una perspectiva 

jurídico-legal, nos representa la inminente obligación de contextualizar el tema desde su 

generalidad, por ende en el presente capitulo acudimos en primer término a los orígenes 

internacionales de estos bienes inmateriales, determinando el desarrollo que se ha adoptado 

cronológicamente en nuestro ordenamiento jurídico en materia de derechos de autor e 

identificando la regulación actual que cobija los derechos patrimoniales de autor de obras 

musicales y derechos conexos así como el pronunciamiento de las altas cortes de justicia sobre 

ello. 

1.2. APROXIMACIÓN HISTORICA AL ORIGEN INTERNACIONAL DE LOS 

DERECHOS DE AUTOR  

 

     Las invenciones,  inherentes a la naturaleza del ser humano, han sido parte de nuestra 

evolución desde tiempos inmemoriales y aunque las formas más sofisticadas de ello se remontan 

a las primeras civilizaciones gestadas en Roma y Grecia, donde había un reconocimiento y 

respeto por la propiedad y el intelecto; lo cierto es que los inicios de los derechos de autor 

cobraron vida para el siglo XV con la creación de la imprenta en Europa, pues la misma trajo 
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como consecuencia la falsificación, gran amenaza para la economía de este sector emergente y 

para la sociedad religiosa.  

     Lo anterior, toda vez que en esa época  las primeras copias impresas se hacían sobre el texto 

sagrado denominado la biblia y predominaba un temor por la promulgación de su contenido con 

escrituras erradas, incompletas o producto de interpretaciones ajenas a la sacra palabra original. 

(Uchtenhagen, 1997. P.8) 

     Posteriormente, se crearon monopolios sobre los privilegiados impresores que favorecían las 

imprentas y desprotegían al autor, pero estos preceptos fueron abolidos con el paso del tiempo en 

legislaciones como la de Inglaterra, Francia y Alemania; es imperativo reseñar que estas 

naciones fueron según la Dra. Lipszyc Delia (1993), las propulsoras de reconocer los derechos de 

los autores sobre sus obras, entendiendo que los mismos implicaban aspectos morales y 

pecuniarios, y que este concepto aunque se derivaba de la propiedad intelectual, en sí mismo 

ostentaba un significado especial, lo que condujo al  empoderamiento del término “derechos de 

autor” como una especie del genero conocido como bienes inmateriales.  

     Lo expuesto, resultó fundamental para la esfera internacional, donde  países comprometidos 

con la propiedad intelectual suscribieron normas trasnacionales en aras de igualar sus preceptos 

legales sobre el tema y crear un derrotero proteccionista para los autores; entre las más relevantes 

observamos el convenio de Berna de 1886, suscrito para la protección de las obras literarias y 

artísticas por medio del establecimiento de reglas de protección mínima, extendidas a “todas las 
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producciones en el campo literario, científico y artístico, cualquiera que sea el modo o forma de 

expresión” (Párrafo 1 del artículo 2) y consistentes en derechos como:  

 

Figura. 1. Algunos derechos mínimos consagrados en el convenio de Berna 

 

     Ulteriormente, en el año 1948 la asamblea general de las naciones unidas adoptó y proclamó 

la declaración universal de derechos humanos, que en el númeral 2do de su artículo 27 

estableció: “Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y materiales que 

le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea 

autora”; declaración ratificada por las naciones comprometidas con el derecho común y el 

respeto absoluto de los derechos y libertades fundamentales del hombre al interior de sus 

pueblos, que en medio de la segunda guerra mundial para el año de 1942, enviaron 
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representantes a Estados Unidos para crear la carta de las naciones unidas, ratificada por China, 

la Unión Soviética, el reino unido y los demás países miembro en el año 1945, fecha desde la 

cual existe oficialmente la Organización de las Naciones Unidas (ONU). 

     Sin lugar a duda, el reconocimiento del derecho de autor como un derecho humano fue un 

gran logro pues aunque no había obtenido tal reconocimiento, desde el pensamiento filosófico de 

Jonh Locke se creía que la propiedad no solo recaía sobre los bienes materiales sino también 

sobre la producción intelectual, de ahí que cualquier persona pudiera considerar el resultado de 

su trabajo como suyo. No obstante, en las sesiones de la convención de derechos humanos, 

países como los norteamericanos insistían en negar su naturaleza a pesar de que naciones como 

Francia presentaban ponencias defensoras de ello; fue así como américa latina resultó 

determinante en esta discordia, pues en la votación: los delegados de 18 países la aprobaron, 13 

se opusieron y  10 se abstuvieron, entre los votos a favor 11 fueron latinoamericanos, a saber:  

Venezuela, México, Cuba, Perú, Honduras, Colombia, Brasil, Argentina, Republica dominicana 

y Uruguay. (UCHTENHAGEN, 1998.p.9) 

     Vale la pena anotar que de convenios internacionales como el de parís (1883)  y el de Berna 

(1886), se formó la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI), que hoy en día es 

un organismo especializado de las Naciones Unidas, constituido como un foro para adaptar las 

normas sobre propiedad intelectual de forma común y uniforme para los Estados miembro de la 

cual hacen parte 189, entre los cuales se encuentran los pertenecientes a la unión de parís, a las 
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Naciones Unidas y al organismo internacional de energía atómica; la OMPI y el sistema de 

propiedad intelectual son la contribución clara que hacen los países del mundo por avanzar en la 

protección de invenciones humanas madurando el sistema de globalización.  

1.3. EVOLUCIÓN DE LOS DERECHOS DE AUTOR EN LA LEGISLACIÓN 

COLOMBIANA  

    Colombia luego de superar la época colonial y constituirse como república no fue muy distinta 

al resto del mundo en el tratamiento que daba al derecho de autor, pues encontramos que en 

vigencia de la constitución del Estado de la Nueva Granada se profirió la  la ley 1ª del año 1834, 

por medio de la cual se otorgaba una protección de 15 años a los autores residentes en Colombia, 

consistente en conceder el monopolio de la reproducción de los ejemplares de sus obras; sin 

embargo, realmente esta norma no era muy proteccionista o garantista para los autores pues se 

basada en el sistema de privilegios fallido en Europa. 

    Con el paso del tiempo, se intentó avanzar en la materia y encontramos referentes legales 

como la constitución de 1886, gracias a la cual se reguló un poco más el tema, pues en su 

artículo 35 se hizo expresa mención a la protección de la propiedad literaria y artística al 

consagrar: “Será protegida la propiedad literaria y artística, como propiedad transferible por el 

tiempo de la vida del autor y ochenta años más, mediante las formalidades que prescriba la Ley”.  
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     Igualmente en desarrollo de esta norma se empezó el trabajo legislativo para evitar 

suplantaciones o piraterías  en nuestro ordenamiento, imponiendo multas por ejemplo a quien 

presentara solicitud de privilegios sobre obras ya publicadas, y reforzando el respeto por la 

propiedad intelectual con preceptos de derecho privado como el estipulado en el código civil 

adoptado para Colombia en el año1873, que en su artículo 671 reza: “Las producciones del 

talento o del ingenio son una propiedad de sus autores. Esta especie de propiedad se regirá por 

leyes especiales”.  

     Es importante resaltar que la aplicación de estas normas fueron un poco complejas y tardías 

puesto que al separarse de la corona española, Colombia requirió varios años en organizarse 

política y administrativamente; por lo que no fue sino hasta 1887 cuando se dio un radio total de 

acción a estas disposiciones en todo el territorio nacional, luego de que se eliminaran las 

confederaciones y se constituyera un poder central, encontrando las evidencias de ello, en leyes 

como la 57 de 1887, que en su artículo 1 dispuso que se aplicaría el código civil de la unión para 

todo el país a partir de esa fecha. 

     Ahora bien, al tenor del artículo transcrito del código civil, resulta obvio que la propiedad 

intelectual debía poseer una regulación especial en nuestro ordenamiento; infortunadamente eso 

no sucedió hasta el año 1968, cuando el congreso de Colombia mediante la promulgación de la 

ley 74 aprobó los: 
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Pactos Internacionales de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, de 

Derechos Civiles y Políticos, así como el Protocolo Facultativo de este último, 

aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas en votación 

Unánime, en Nueva York, el 16 de diciembre de 1966.  

     Cuerpo normativo dentro del cual se estipuló en el literal C del númeral 1 del artículo 15, el 

reconocimiento del derecho de  toda persona a “Beneficiarse de la protección de los intereses 

morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o 

artísticas de que sea autora.” Lo que condujo a la ley 23 de 1982 “sobre derechos de autor”, la 

primera regulación colombiana que en 260 artículos delimitó la protección de los autores de 

obras literarias, científicas y artísticas así como a los intérpretes o ejecutantes, a los productores 

de programas y a los organismos de radio difusión en sus derechos conexos a los de autor.  

     Esta norma significó el más grande avance sobre derechos de autor porque en primer término 

identificó varias categorías de titulares de derechos de autor dependiendo de la interferencia de la 

persona sobre la obra y de la comunicación pública de la misma, así:  

 El autor sobre su obra;  

 El artista, intérprete o ejecutante, sobre la interpretación o ejecución;  

 El productor, sobre su fonograma;  

 El organismo de radiodifusión sobre su emisión;  

 Los causahabientes, a título singular o universal, de los anteriores;  
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 La persona natural o jurídica que, en virtud de contrato que obtenga por su cuenta y 

riesgo, la producción de una obra científica, literaria o artística realizada por uno o varios 

autores. 

     De otro lado, la disposición en mención requirió la existencia de una Dirección Nacional de 

Derechos de Autor al atribuirle la obligación de llevar el registro nacional de las obras literarias y 

artísticas, así como  ejercer la inspección y vigilancia sobre las sociedades de gestión colectiva 

de los derechos reconocidos en la misma Ley 23 de 1982 y demás disposiciones; organismo que 

finalmente fue creado en 1991 por medio del decreto 2041 de 1991 y cuya misión es contribuir al 

desarrollo de una cultura respetuosa de estos derechos protegiendo a los titulares de los mismos. 

     Posteriormente, en 1987 se decretó la ley 33, por la cual se aprobó el convenio de Berna para 

la producción de las obras literarias y artísticas, normas congruentes con los preceptos ya 

adoptados en nuestro país y de aplicación uniforme; lo cual se consolidó con la promulgación de 

la constitución política de 1991 (vigente hasta hoy), que en su artículo 61 se refirió a la 

protección de la propiedad intelectual en todas sus vertientes, con lo cual resultó claro que:  

Todas las formas de propiedad están protegidas constitucionalmente: la propiedad 

intelectual, la creatividad del hombre, la producción literaria, artística, económica, 

científica, investigativa, es decir, todas aquellas manifestaciones culturales que 

distinguen al ser humano de las demás especies de la creación gozan de la 

protección legal del Estado. (Corte constitucional, sentencia C-537 de 1992)  
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     Así pues, dentro de la propiedad intelectual encontramos los derechos de autor, que tal y 

como sostiene Zapata Fernando (2001) citado indirectamente por Vega Alfredo (2010 p.9): 

Es una especie dentro de la institución de la propiedad intelectual, en virtud de la 

cual se otorga protección a las creaciones expresadas a través de los géneros 

literario o artístico, tiene por objeto las creaciones o manifestaciones del espíritu 

expresadas de manera que puedan ser percibidas, y nace con la obra sin que para 

ello se requiera formalidad alguna. 

     Estos derechos de autor adquieren la protección constitucional colombiana en comento, no 

solo como un derecho moral dada su naturaleza de bien inherente e intrínseco de toda persona, 

un don propio de cada ser humano; sino también como derecho patrimonial, este último 

consistente en la facultad que tienen los individuos de aprovechar económicamente sus 

creaciones. 

     Esa dualidad en los derechos de autor es un rasgo de tinte jurídico principalmente latino, pues 

algunas naciones angloamericanas optan por la protección meramente patrimonial (aspecto 

pecuniario), de tal suerte que mientras en legislaciones como la colombiana se reconoce el 

derecho de autor con sus dos dimensiones, en el derecho anglosajón se denomina copyright  al 

asiento jurídico de derechos de autor solo en su aspecto patrimonial. Al respecto, la Corte 

Constitucional colombiana ha expuesto que:  
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El derecho de autor, en los países de vieja tradición jurídica latina como es el caso 

colombiano, es un concepto complejo y bien elaborado, en el que concurren las 

dos dimensiones que hoy por hoy se le reconocen como esenciales: la primera, la 

que se traduce en el derecho personal o moral, que nace con la obra misma, como 

consecuencia del acto de creación y no por el reconocimiento de autoridad 

administrativa; ellos son extrapatrimoniales inalienables, irrenunciables y, en 

principio, de duración ilimitada, pues están destinados a proteger los intereses 

intelectuales del autor y respecto de ellos el Estado concreta su acción, 

garantizando el derecho que le asiste al titular de divulgar su obra o mantenerla en 

la esfera de su intimidad, de reivindicar el reconocimiento de su paternidad 

intelectual sobre la misma, de exigir respeto a la integridad de su obra y de 

retractarse o arrepentirse de su contenido. La segunda dimensión es la de los 

denominados derechos patrimoniales, sobre los cuales el titular tiene plena 

capacidad de disposición, lo que hace que sean transferibles y por lo tanto objeto 

eventual de una regulación especial que establezca las condiciones y limitaciones 

para el ejercicio de la misma, con miras a su explotación económica. (Sentencia c-

296 de 1996) 

     Pese a lo anterior, los derechos de autor “genéricamente comprenden los derechos de 

inventor, pues todo inventor es autor; mas no todo autor es inventor” (Allfeld, 1999), por lo que 

aparece en nuestro ordenamiento una tercera faceta de los derechos de autor conocidos como 
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derechos conexos (Corte Constitucional, 2009), correspondientes a “aquellos que se conceden a 

los artistas intérpretes o ejecutantes, los productores de fonogramas y los organismos de 

radiodifusión en relación con sus interpretaciones o ejecuciones, fonogramas y radiodifusiones, y 

tienen, también, manifestaciones morales y patrimoniales.” 

     En ese orden, el artículo tercero de la ley 23 de 1982 estipula que los derechos patrimoniales 

de autor comprenden para sus titulares, la facultad exclusiva de:  

 “Reproducir la obra protegida; 

 Efectuar una traducción, una adaptación, un arreglo o cualquier otra transformación de la 

obra,  

 Comunicar la obra al público mediante representación, ejecución, radiodifusión o por 

cualquier otro medio” 

     Potestades que se causan desde aquel instante en que la obra protegida, susceptible de 

estimación económica y cualquiera que sea su finalidad, se divulga por cualquier forma o modo 

de expresión; mientras los derechos morales, se resuelven en la facultad de los autores para 

ejercer las siguientes prerrogativas:  

 reivindicar en todo tiempo la paternidad de su obra y, en especial, para que se 

indique su nombre o seudónimo cuando se realice cualquiera de los actos propios 

de los derechos patrimoniales. 
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 oponerse a toda deformación, mutilación u otra modificación de la obra, cuando 

tales actos puedan causar o acusen perjuicio a su honor o a su reputación, o la obra 

se demerite, y a pedir reparación por esto; 

 Conservar su obra inédita o anónima hasta su fallecimiento, o después de él 

cuando así lo ordenase por disposición testamentaria; 

  modificarla, antes o después de su publicación; 

 retirarla de la circulación o suspender cualquier forma de utilización aunque ella 

hubiere sido previamente autorizada. (Ley 23 de 1982. Art.30) 

     Anótese que estas dos últimas facultades están condicionadas a la indemnización previa de 

terceros perjudicados y entiéndase por obras protegidas “toda clase de obras intelectuales, en 

tanto creaciones originarias o primigenias (literarias, musicales, teatrales o dramáticas, artísticas, 

científicas y audiovisuales, incluyéndose también en los últimos tiempos los programas de 

computador), o creaciones derivadas (adaptaciones, traducciones, compilaciones, arreglos 

musicales etc.)” (Corte Constitucional, 1996) 

     Precisamente sobre los derechos patrimoniales de autor se expidió la ley 44 del año 1993 por 

la cual se modificó y adicionó la ley 23 de 1982, especialmente en lo que se refiere al registro 

nacional del derecho de autor y a la gestión colectiva de derechos de autor y derechos conexos, 

tema a desarrollar en acápites subsiguientes; y se adoptó el mismo año la decisión andina 351 por 

la que se determinó un régimen común sobre derechos de autor y derechos conexos que 
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fortaleció la protección de los mismos, impidiendo que los estados miembros cuenten con 

regulaciones internas menos garantistas o inferiores a las allí plasmadas y en segundo lugar  nos 

permitió una mayor claridad conceptual sobre importantes términos en materia de derechos de 

autor. A continuación exponemos algunos de los más relevantes: 

 Autor: aquella persona física que realiza la creación intelectual 

 Artista intérprete o ejecutante: persona que representa, canta, lee, recita, interpreta 

o ejecuta en cualquier forma una obra. 

 Copia o ejemplar: Soporte material que contiene la obra como resultado de un 

acto de reproducción 

 Distribución al público: Puesta a disposición del público del original o copias de 

la obra mediante su venta, alquiler, préstamo o de cualquier otra forma 

 Obra: Toda creación intelectual original de naturaleza artística, científica o 

literaria, susceptible de ser divulgada o reproducida de cualquier forma (Decisión 

andina 351 de 1999. Art.3. p.2) 

     Hasta este punto, es claro que las disposiciones vigentes en Colombia y reguladoras como 

bloque esencial del derecho de autor y derechos conexos por parte de la legislación interna son la 

ley 23 de 1982 y la ley 44 de 1993, coexistiendo con normas supranacionales tales como la 

decisión andina 351 de 1993 que a pesar de tener aplicación preferente, resulta coherente y 

complementaria a nuestra regulación nacional, lo cual ha facilitado su materialización conjunta.  
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1.3.1. LOS DERECHOS PATRIMONIALES DE AUTOR DE OBRAS MUSICALES EN 

COLOMBIA 

     La legislación colombiana distingue como obras sujetas a protección por normas de derechos 

de autor, aquellas de naturaleza científica, literaria y artística, siempre que estas obras sean 

originales y perceptibles; es decir, se materialicen, pues tal y como lo aprecia  Allfeld philipp 

(1982) lo no realizable es inoperante en el mundo jurídico, el cual rige en la realidad, existe fuera 

del pensamiento pues el ente absolutamente ideal no puede percibirse por los otros, lo cual le 

convierte en indeterminado y hace imposible su protección jurídica. (Corte Constitucional, 

sentencia C-533 de 1993) 

     En ese orden, las obras deben poseer originalidad y ser materialmente perceptibles para ser 

protegidas y ello nos conduce a la expresión de las mismas, a manera de ejemplo, supongamos 

que en un claustro universitario, un docente requiere a sus estudiantes un escrito de producción 

intelectual propia sobre derechos de consumidor, aunque la idea es la misma en todas las obras 

literarias que los estudiantes presentaran “derechos de consumidor”, la forma de expresarlas, las 

interpretaciones, las descripciones, el enfoque que se harán sobre el mismo tema son distintas y 

originales en cada una de sus formas; por ello todas gozan de protección de derechos de autor. 

No obstante, para que ese escrito adquiera una mayor seguridad jurídica  a su titular, el 

estudiante podría registrarlo como suyo; sin embargo esa formalidad se aplica en pro de las 

garantías probatorias sobre la originalidad de la obra, más no afecta la titularidad legal de la 
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misma, pues en Colombia ésta es inherente a la creación intelectual de ella. (Art.9, ley 23 de 

1985)  

     Vale la pena anotar que la originalidad de las obras primigenias no excluye la de las derivadas 

(adaptaciones, traducciones o cualquier otra modificación), pues luego de la idea de la obra  se 

da la composición y finalmente su expresión, de tal suerte que serán completamente originales 

las que lo sean tanto en su composición como expresión y relativamente originales, las derivadas 

que sean originales solo en su composición, como es el caso de los trozos de obras ajenas o en su 

expresión como es el caso de las traducciones. (Lipzyc, 1993. p.70) 

     Así las cosas, es importante precisar de forma resumida las definiciones estudiadas 

detalladamente en el marco conceptual de este trabajo jurídico- académico, teniendo claro que es 

una obra científica, literaria y artística, enfocándonos en el desarrollo de esta última para 

desplegar así el enfoque investigativo de esta monografía. De tal forma que:  

 obras científicas: son aquellas que se originan en las ciencias con carácter técnico y 

especializado, 

(…) en las cuales los temas son desarrollados de manera adaptada a los requisitos 

del método científico, comprendiendo tanto las obras de las ciencias exactas, 

naturales, médicas, siempre que reúnan el requisito de originalidad, como 

pudieran ser las obras literarias de carácter científico y también las obras 
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didácticas, los escritos de carácter técnico, de divulgación científica, las guías 

prácticas, entre otras. (Vargas & Garrido, 2015. p.1117)  

     Las obras literarias por su parte, tal y como lo define la OMPI en su glosario desde 1980, 

alude a todas las formas de obras escritas originales, sean de carácter literario, científico, técnico 

o meramente práctico, y prescindiendo de su valor y afinidad” (P. 146); en otras palabras, son 

entonces aquellas protegidas por el derecho de autor al destacar por su forma de expresión literal, 

plasmada en un escrito original de precepción material y tangible. 

     Las obras artísticas finalmente, son aquellas que buscan apelar al sentido estético de quien 

las contempla, estando en esta categoría las pinturas, los dibujos, las esculturas, los grabados. 

(OMPI, 1980.p.13).  

     Ahora, existe una categoría considerada especial por algunas legislaciones y es la de obras 

musicales; sin embargo, en regulaciones como la Colombiana solo se hace distinción legal de las 

tres categorías en mención, refiriéndose en el desarrollo de las mismas a las obras musicales y a 

otras como las de arquitectura, las de fotografía y de arte aplicado (ejemplo: escultura creada 

artesanalmente para fines decorativos). La explicación de ello es que para el momento histórico 

de fundación de varios organismos trasnacionales de protección de derechos de autor, la 

prioridad recaía en las obras literarias, por lo que la adopción de normas sobre el tema en muchos 

países mantuvo el mismo enfoque; “Pero con posterioridad se desarrollaron la disco, la radio, la 

televisión, la película sonora, la grabación audiovisual, la emisión por redes de cable y la 
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transmisión por satélite”, con ello, la literatura aunque continúo conservando su importancia, 

poco a poco tuvo que ceder a la música su posición  preponderante en la evolución del derecho 

de autor (Uchtenhagen, 1980). Por tal razón algunas legislaciones incluyeron las obras musicales 

en el rango de protección de los derechos de autor sin considerarle como una categoría lejana a la 

de una obra literaria y artística.  

     En cuanto al concepto de obra musical, resulta conveniente citar las palabras de la Dra. Delia 

Lipszyc, quien manifiesta en su obra titulada derechos de autor y derechos conexos: “las obras 

musicales comprenden todo tipo de combinaciones originales con o sin palabras. Los elementos 

constitutivos de las obras musicales son la melodía, la armonía y el ritmo”, pero para el derecho 

de autor solo se adquieren derechos exclusivos sobre la melodía, equivalente a su composición; 

pues no sería lógico reconocer autoría sobre la armonía (formada por acordes limitados) ni por el 

ritmo (pues sería adjudicar un género musical: bolero, samba, etc.) (1993, P.74) 

     A la luz del ordenamiento jurídico Colombiano, el compositor es el creador de la melodía y el 

autor quien hace la letra; en algunas ocasiones converge autor y compositor en el mismo 

individuo pero en otras no, por lo que para aplicarse la letra a una melodía es requerida la 

autorización del autor. A su vez, quienes interpretan o ejecutan esa obra musical tienen derechos 

conexos y se denominan artistas intérpretes  (persona natural que canta o funge como músico 

principal) y quienes acompañan al intérprete son los artistas ejecutantes.  
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     Todas estas personas que hallamos alrededor de las obras musicales, sea autor, compositor, 

artista intérprete o ejecutante, poseen unos derechos morales y patrimoniales, estos últimos son 

exclusivos del titular y se caracterizan por el componente económico que ostentan, gracias al 

cual son transferibles, renunciables y negociables pues pueden explotarse pecuniariamente 

incluso por medio de cesiones o licencias, a diferencia de los morales. Ahora bien, debe aclararse 

que el titular del derecho patrimonial de autor de obra musical o del derecho conexo puede 

ejercer sus derechos exclusivos sin obtener pago (a título gratuito), ello depende de cómo 

disponga de la utilización de su obra, composición, interpretación o ejecución, pues: 

Los derechos patrimoniales permiten que el autor tenga, entre otros, el derecho 

exclusivo de realizar o autorizar la reproducción de la obra, la traducción, la 

adaptación, el arreglo, la transformación y la comunicación de la obra al público 

por medio de representación, ejecución, radiodifusión.  (Gil, 2016. P.68) 

     Igualmente, los artistas intérpretes o ejecutantes pueden autorizar o prohibir la fijación, 

reproducción, comunicación al público, transmisión o cualquier otra forma de utilización de sus 

ejecuciones o interpretaciones (Art. 166, ley 23 de 1982).  

     Esos derechos patrimoniales de autor de obras musicales y derechos conexos pueden por parte 

de sus titulares transferirse a terceros a titulo universal o singular en todo o en parte por medio de 

enajenación que conste por escritura pública o documento privado autenticado; o, negociarse por 

medio de contratos de carácter civil y comercial buscando su edición, inclusión en fonogramas, 
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ejecución pública, radiodifusión, etc. documentos todos, que para ser oponibles a terceros deben 

contar con el registro ante las oficinas dispuestas para tal fin por la Dirección Nacional de 

derechos de autor.  

     Resulta importante precisar que cotidianamente para que una obra musical se convierta en un 

producto comercializable, debe completar todo un proceso de valor que involucra a varios 

individuos, toda vez que “cuando hablamos de obras musicales debemos identificar los 

diferentes actores que participan desde la creación de la obra hasta el momento en que esta se da 

a conocer al público. Así, la obra musical tiene como creadores al autor de la partitura de la 

música y de la letra de la canción si la tiene. A estos creadores se les conoce regularmente con el 

nombre de autor compositor. Dichos compositores de música y letra pueden ser una misma 

persona o diferentes personas. Sin embargo, la protección otorgada por el derecho de autor es 

para cada uno de ellos.” 

     Igualmente en la cadena de producción se suman otras personas, (naturales (para el caso de 

los artistas intérpretes o ejecutantes) o jurídicas (para el caso de las editoriales musicales)), que 

resultan determinantes para el resultado final y también ostentan algunas titularidades protegidas 

por el derecho de autor colombiano. A continuación ilustramos la teoría en mención: 
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Figura. 2. Intervinientes en una cadena de valor musical para dar a conocer un producto 

final al público 

 

     La ilustración expuesta, es el reflejo de una sucesión que implica en su comienzo que el Autor 

de una obra musical o compositor celebre con un editor un contrato de edición musical (art. 105) 

para que éste procure la máxima explotación económica posible de su creación intelectual, luego 

de fijarle en un fonograma y acordando una división porcentual de los resultados económicos 

alcanzados  con la explotación; consecutivamente, el editor musical celebra con un productor un 

contrato de inclusión en fonograma (Art. 151), gracias al cual fijan la obra o composición a un 

disco fonográfico o cualquier medio semejante con fines de reproducción y venta, reconociendo 

al productor un porcentaje de “regalías” sobre las copias vendidas. A su vez, el productor pacta 

con un intérprete un contrato de artista que obliga a este último a trabajar sobre la maqueta 
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recibida por el editor, generando el producto a fonograbar a cambio de un valor exacto o un 

porcentaje sobre las regalías percibidas. (Ley 23 de 1982) 

     En tal orden, cualquier autor de una obra musical, intérprete o ejecutante tienen los derechos 

patrimoniales exclusivos de sus obras, interpretaciones o ejecuciones a su disposición y 

conveniencia, pudiendo sacar provecho económico de ellas:  realizando, prohibiendo o 

autorizando la reproducción por cualquier forma o procedimiento (Derecho de reproducción), la 

comunicación al público por cualquier medio (Derecho de comunicación pública), la distribución 

pública de ejemplares o copias mediante venta arrendamiento o alquiler (Derecho de 

distribución), la importación al territorio de cualquier país del copias hechas sin autorización del 

titular (derecho de importación) y la transformación de la obra como su traducción, adaptación, 

arreglo u otra transformación o cualquier otra forma de explotación (Derecho de 

transformación).   

     Todos los derechos patrimoniales mencionados son independientes entre sí, por lo que una 

forma de utilización autorizada no se extiende a otras  no acordadas anticipadamente, en ese 

sentido, “yo puedo autorizar la comunicación de mi obra musical a una persona y su 

reproducción por medios digitales a otra, por ejemplo.” Monroy, Rojas, Sánchez, Arias, (s.r.) 

P.16. 

     Es claro pues, que la explotación económica de los derechos de autor de obras musicales y 

derechos conexos, puede recaer sobre derechos patrimoniales como el de ejecución pública, 
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entendiendo por este, todo acto ajeno a un ámbito estrictamente cerrado o familiar por el cual 

una pluralidad de personas puede tener acceso a todo o parte de la obra, interpretación o 

ejecución, por medios que no consisten en la distribución de ejemplares; de tal forma que si en 

un establecimiento comercial se da ejecución pública a una obra musical, interpretación o 

ejecución, el autor sobre su obra; el artista, intérprete o ejecutante, sobre su interpretación o 

ejecución y el productor, sobre su fonograma; podrán gestionar el pago de ese derecho 

individualmente (por sí mismos).  

     No obstante, por factores determinantes como la evolución que tanto en el medio musical 

como en la vida cotidiana impulsaron el internet y los equipos tecnológicos, la cantidad de 

establecimientos abiertos al público susceptibles de reproducir música en el ejercicio normal de 

sus actividades comerciales, tales como: discotecas, bares, hoteles, restaurantes, etc., han hecho 

imposible que los titulares conserven el control individual sobre la utilización de sus obras y 

recauden valores los monetarios a que haya lugar; razón por la cual tanto autores como 

intérpretes o ejecutantes se agruparon y conformaron las sociedades de gestión colectiva. 

1.4. LA GESTIÓN DE DERECHOS PATRIMONIALES DE AUTOR DE OBRAS 

MÚSICALES Y DERECHOS CONEXOS 

     La facultad que tienen los titulares de derechos de autor de obras musicales y derechos 

conexos a explotar pecuniariamente su obra, interpretación o ejecución es lo que les permite 

efectuar una gestión sobre la utilización de las mismas. Por ello, tanto los artículos 158 de la ley 
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23 de 1982 como el artículo 15 de la Decisión 351 del Acuerdo de Cartagena, dictan que todo 

quien en su establecimiento comunique públicamente música, está en la obligación legal de 

obtener la autorización previa y expresa del titular o su representante; autorización que 

normalmente le significa al propietario del establecimiento comercial pagar una suma por la 

reproducción pública. 

     Adviértase que si la ejecución se da en un establecimiento de comercio abierto al público pero 

para el entretenimiento de sus empleados y sin fines de ventas, o en un ambiente familiar, 

cerrado sin ánimo de lucro, o para fines estrictamente educativos, en recintos institucionales 

donde no se cobre una suma por la entrada, no estaríamos ante el presupuesto generador del 

pago, que supone una conglomeración semejante a la que se realiza: 

En teatros, cines, salas de concierto o baile, bares, clubes de cualquier naturaleza, 

estadios, circos, restaurantes, hoteles, establecimientos comerciales, bancarios e 

industriales y en fin donde quiera que se interpreten o ejecuten obras musicales, o 

se transmitan por radio y televisión, sea con la participación de artistas, sea por 

procesos mecánicos, electrónicos, sonoros o audiovisuales (Art. 159, ley 23 de 

1982) 

     En ese orden, los titulares de derechos de autor de obras musicales y derechos conexos 

pueden recaudar el pago que implica la ejecución pública de sus obras, interpretaciones o 
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ejecuciones de forma individual (por cuenta propia) o colectiva (por asociación de varios 

titulares), esto último gracias al:  

(…) desarrollo de la previsión del artículo 38 de la Constitución, conforme al cual 

se garantiza el derecho de libre asociación para el desarrollo de las distintas 

actividades que las personas realizan en sociedad, los titulares de derechos de 

autor pueden acudir a distintas modalidades asociativas con el objeto de 

promover, proteger o gestionar de manera conjunta sus derechos. (Corte 

Constitucional, 2007) 

     En cualquier caso, la posibilidad de efectuar la gestión de forma individual o conjunta 

compete a la autonomía privada de cada autor, artista intérprete o ejecutante, quien luego de una 

valoración sobre la conveniencia de cada una, opta por la que le implica mayores dividendos y 

beneficios. Así mismo lo ha expresado la máxima corporación jurisdiccional colombiana: 

 Los titulares de derechos de autor y de derechos conexos que no deseen 

integrarse a una sociedad de gestión colectiva pueden, en ejercicio de su 

autonomía privada, gestionar individualmente sus derechos o hacerlo a través de 

otra modalidad asociativa, la cual, en ese mismo ámbito de la autonomía privada, 

puede dar lugar a asociaciones de segundo grado. Por demás está señalar que 

dichas asociaciones no pueden ejercer las prerrogativas propias de la gestión 

colectiva, pues para ello, tal como se dispone en la Ley 44 de 1993, en armonía 
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con la Decisión 351 del Acuerdo de Cartagena, y como ha sido puntualizado por 

esta Corporación, se requeriría que se integrasen en una sociedad de gestión 

colectiva, con el lleno de los requisitos que la ley ha previsto para el efecto. 

     Frente a estas formas societarias de segundo grado a las que se ha referido la Corte 

Constitucional,  es imperativo citar el concepto de la DNDA (Dirección Nacional de Derecho de 

Autor), quien en análisis jurisprudencial  sobre este asunto en mención, afirmó que dicha 

interpretación, aun cuando es acatada no podría ser compartida pues: 

El legislativo Colombiano ha sido claro en señalar como únicos caminos para 

adelantar el ejercicio de los derechos patrimoniales de autor, la gestión individual 

o la gestión colectiva,  figura esta última que ha sido reglamentada de manera 

expresa y sobre la cual se le han otorgado a esta oficina amplias facultades de 

inspección y vigilancia. Entendiendo de esta manera que quien pretenda adelantar 

una gestión diferente a la individual se encuentra en plena libertad de acreditar 

ante esta Dirección los requisitos exigidos a fin de obtener personería jurídica y 

autorización de funcionamiento como sociedad de gestión colectiva.(2005, 

     El citado concepto coincide con nuestro análisis como investigadoras en la medida en que la 

existencia de esas sociedades paralelas a las sociedades de gestión colectiva se escapan del 

control y la vigilancia del Estado al no cumplir con los presupuestos legales que se le imponen a 

una sociedad de gestión colectiva, pero que al integrarse por varios titulares de derechos de autor 
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y derechos conexos generan un caos para los usuarios en cuanto al pago de derechos por 

comunicación pública de obras musicales, interpretaciones o ejecuciones.  

1.4.1. LA GESTIÓN INDIVIDUAL Y LA GESTIÓN COLECTIVA DE DERECHOS DE 

AUTOR DE OBRAS MUSICALES Y DERECHOS CONEXOS 

     Tal y como el magistrado Eduardo Montealegre de la Corte Constitucional afirmó en algunos 

de sus fallos sobre este tema: “en el ordenamiento colombiano, como en muchos otros casos, el 

legislador permite que el recaudo del derecho de autor y sus derechos conexos se haga de varias 

formas. Se admite entonces la gestión individual y la gestión colectiva” (2004) 

     Precisamente en el artículo 1 del Decreto 3942 de 2010, se prevé que la gestión individual es 

la que realiza el propio titular del derecho de autor o del derecho conexo, pues no se encuentra 

afiliado a ninguna sociedad de gestión colectiva, en relación con sus propias obras o 

prestaciones.  

     Por su parte la gestión colectiva encuentra su origen en las sociedades de gestión colectiva 

francesas que se agruparon como asociaciones profesionales para luchar por el reconocimiento 

de los derechos de los autores sobre sus obras, actuando como un órgano mandatario de los 

derechos de sus afiliados.  

     En el ordenamiento legal Colombiano, la gestión colectiva se ejerce de forma conjunta por 

varios individuos titulares que conforman una sociedad de gestión colectiva, entendiendo por 
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tales aquellas entidades sin ánimo de lucro, con personería jurídica conferida por la Dirección 

Nacional de Derecho de Autor y conformadas por mínimo cien (100) titulares de derechos de 

autor y derechos conexos para la defensa de sus intereses, contando con estatutos y órganos de 

asociación como asamblea general, consejo directivo, comité de vigilancia, gerente y fiscal.  

(Ley 44 de 1993, capitulo III). Subráyese que la aprobación de los estatutos se somete al control 

de legalidad de la Dirección Nacional de Derecho de Autor (DNDA) quien corrobora que cumpla 

con los requisitos estipulados taxativamente en el artículo 23 ibídem y demás normas 

concordantes. 

     En otras palabras, las sociedades de gestión colectiva: 

Son entidades sin ánimo de lucro, que cuentan con personería jurídica y 

autorización de funcionamiento concedida por la Dirección Nacional de Derecho 

de Autor, entendiéndose facultadas para representar a una pluralidad de titulares 

(de derecho de autor o de derechos conexos, según el caso), y ejercer frente a 

terceros los derechos exclusivos o de remuneración que correspondan a sus 

afiliados con ocasión del uso de sus repertorios. (Olarte, Rojas. 2011, p.17) 

     Como lo dispone el Decreto 162 de 1996, el propósito de las sociedades de gestión colectiva 

es administrar los derechos de los socios y de aquellos titulares que le confíen la gestión, de 

conformidad con los estatutos; procurar los mejores beneficios y seguridad social para los socios, 

y fomentar la producción intelectual y el mejoramiento de la cultura nacional (Art. 2). 
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Figura. 3. Esquema de funcionamiento de una sociedad de gestión colectiva. (Olarte, Rojas. 

2011, p.22) 

 

     Las sociedades de gestión colectiva son precisamente, las formas societarias de derecho 

privado con mayor estatus en nuestro país para obtener el recaudo eficiente del pago por 

derechos patrimoniales de autor de obras musicales y derechos conexos por la ejecución pública 

de música en establecimientos de comercio abiertos al público; ello en razón de la obvia 

imposibilidad física de un individuo para abarcar el cobro de este rubro en todos los 
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establecimientos del país donde suene la canción respecto de la cual tenga derechos de autor o 

conexos.   

     Actualmente en materia de obras musicales hay solo dos (2) sociedades de gestión colectiva 

legitimadas por la DNDA para gestionar los derechos de autor y derechos conexos de sus 

afiliados, tales como el derecho patrimonial de comunicación pública:  

 La Sociedad de Autores y Compositores de Colombia, SAYCO, con autorización de 

funcionamiento conferida mediante Resolución No. 070 del 5 de junio de 1997. 

 La Asociación Colombiana de Intérpretes y Productores Fonográficos, ACINPRO, con 

autorización de funcionamiento conferida mediante Resolución No. 125 del 5 de agosto 

de 1997  

     Personas jurídicas que por la naturaleza de los derechos patrimoniales que defienden y para 

efectos del recaudo de la remuneración que corresponde a los miembros de una y otra sociedad 

de gestión colectiva por concepto de ejecución pública de la música en establecimientos abiertos 

al público, constituyeron la Organización Recaudadora SAYCO-ACINPRO, con personería 

jurídica reconocida inicialmente por la Alcaldía Mayor de Bogotá, D.C., mediante Resolución 

Especial No. 0596 del 18 de noviembre de 1987, nuevamente expedida por la DNDA mediante 

resolución No. 291 del 18 de octubre de 2011, en cumplimiento del título II, capitulo único del 

Decreto 3942 de 2010, según el cual las organizaciones recaudadoras tienen por finalidad 

exclusiva, garantizar el debido recaudo de las remuneraciones provenientes de la comunicación 
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al público de las obras musicales, las interpretaciones, ejecuciones artísticas o los fonogramas 

musicales con base en unas tarifas proporcionales al uso de las obras y teniendo en cuenta unas 

categorías preestablecidas de establecimientos. 

     Las tarifas en municipios no capitales varían dependiendo de la ubicación del negocio;  la 

categoría determinada a partir de la necesidad o importancia del uso de la obra musical, de 

acuerdo con el objeto o actividad del establecimiento; la base de liquidación que es el valor 

resultante de aplicar ubicación y categoría; la capacidad que se determina con el tamaño del 

negocio, la capacidad para personas dentro de él, el aforo, los metros construidos… dependiendo 

del objeto desarrollado en el negocio y finalmente, el estrato (dependiendo del sector socio- 

económico donde se encuentre ubicado). 

De otra parte es imperativo y categórico delimitar los conceptos de  gestión individual y Gestión  

colectiva, pues la generación de derechos patrimoniales de autor  y su recaudo respecto de estas 

dos formas de gestión puede llevar a incurrir en yerros a los funcionarios públicos encargados de 

hacer respetar las normas que protegen la propiedad intelectual, en ese orden de ideas, tal y como 

lo señala la Unidad Administrativa Especial – Dirección Nacional de Derechos de Autor adscrita 

al Ministerio del Interior, en concepto 1-2016-70559; 

“VII. GESTIÓN COLECTIVA E INDIVIDUAL DE LOS DERECHOS DE AUTOR 
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 Los derechos concedidos por la legislación colombiana en favor de los autores y/o titulares de 

derechos patrimoniales de obras literarias y artísticas, les facultan para autorizar de manera 

previa y expresa la utilización de sus creaciones.  Dicha atribución en los términos del artículo 

66 de la Ley 44 de 199313 y el Artículo 2.6.1.2.1. Capítulo 2 - Parágrafo del Decreto 1066 de 

201514, como se ha mencionado anteriormente, puede ser llevada a cabo de manera individual o 

colectiva. 

 Es preciso advertir que, de conformidad con la legislación vigente, la gestión colectiva del 

derecho de autor se entiende legalmente subordinada a la constitución de una sociedad de gestión 

colectiva, de naturaleza privada, que debe obtener por parte de la Dirección Nacional de Derecho 

de Autor la respectiva personería jurídica y autorización de funcionamiento, la cual en desarrollo 

de su actividad es inspeccionada, vigilada y controlada por esta Entidad 

 Sobre el particular, el Decreto 1066 de 2015, en su artículo 2.6.1.2.1 dispone:  

“Gestión de derechos patrimoniales de autor y conexos. Los titulares de derecho de autor o de 

derechos conexos podrán gestionar individual o colectivamente sus derechos patrimoniales, 

conforme a los artículos 4 de la Ley 23 de 1982 y 10 de la Ley 44 de 1993. 

 Se entiende por gestión colectiva del derecho de autor o de los derechos conexos, la desarrollada 

en representación de una pluralidad de sus titulares, para ejercer frente a terceros los derechos 
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exclusivos o de remuneración que a sus afiliados correspondan con ocasión del uso de sus 

repertorios… 

… De conformidad con lo anteriormente expuesto, se pueden extractar los requisitos que debe 

cumplir toda persona que pretenda gestionar individualmente derechos de autor o derechos 

conexos: - El gestor individual debe ser titular de derecho de autor o de derechos conexos, o 

representante legítimo de alguno de estos. En este último caso debe existir contrato de mandato 

entre el titular de derechos y el representante.  

- El gestor individual debe estar en capacidad de acreditar ante los usuarios y las autoridades 

locales su calidad de titular de derecho de autor o de derechos conexos o de representante de los 

titulares. 

 - El gestor individual debe especificar en los contratos que celebre con los usuarios, las obras o 

prestaciones artísticas que está administrando, y los usos específicos que sobre aquellas está 

autorizando y/o cobrando. 

 - Quien gestione individualmente puede expedir los comprobantes de pago a que hace referencia 

el artículo 2, literal c) de la Ley 232 de 1995, sin embargo los mismos únicamente tendrán 

validez y serán aceptados por las autoridades administrativas si consignan las obras o 

prestaciones que administra el gestor individual, y además éste acredita ser el titular de las obras 

o prestaciones o el representante de los titulares.  
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- Los gestores individuales únicamente pueden autorizar el uso y cobrar remuneraciones por la 

utilización de las obras o prestaciones de las cuales sean titulares o representantes. 

 Finalmente se puede dar el caso que la administración de derechos de autor de un repertorio 

musical en particular se lleve a cabo por personas diferentes (gestores individuales y/o 

sociedades de gestión colectiva). Situación en la cual se debe tener en cuenta, que si un usuario 

obtiene la autorización por parte de una persona que gestione individualmente obras o 

prestaciones protegidas por el derecho de autor, ello no lo exime de la obligación de solicitar la 

autorización previa y/o el pago de una remuneración equitativa a las sociedades de gestión 

colectiva, cuando se pretenda hacer uso del repertorio musical representado por dichas 

sociedades; es decir, se deberá contar con la autorización otorgada por todas las personas 

(individuales y/o colectivas) que estén autorizadas para administrar los derechos de autor del 

repertorio musical en particular…” 
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CAPÍTULO II. LA ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL FRENTE A LOS DERECHOS DE 

AUTOR DE OBRAS MUSICALES Y DERECHOS CONEXOS 

 

     En virtud  del artículo 315 de la Constitución Política Colombiana, es deber de todo alcalde 

cumplir y hacer cumplir la Constitución y la ley, norma que igualmente es consagrada en el 

artículo 91 de la Ley 136 de 1994, , “Por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la 

organización y el funcionamiento de los municipios”, norma  modificada por el artículo 29 de la 

ley 1551 de 2012, precepto que también le asigna  la función de dirigir la acción administrativa 

del Municipio, asegurar el cumplimiento de las funciones y garantizar la prestación de los 

servicios a su cargo, aunado a lo anterior, el artículo 315 de la Carta magna, establece que el 

Alcalde es la primera autoridad  policía en la  jurisdicción municipal.   

     Para el año 1995 el congreso de la república promulgó la ley 232 “por la cual se dictaron 

normas para el funcionamiento de los establecimientos comerciales”, determinando como 

requisito obligatorio para el ejercicio del comercio abiertos al público donde se ejecuten 

públicamente obras musicales causante de pago por derechos de autor, tener los comprobantes 

de pago expedidos por la autoridad legalmente reconocida (Articulo 2. Literal C) 

     Antes de la ley 232 de 1995, el funcionamiento de los establecimientos de comercio estaba 

sometido al otorgamiento de permiso que expidiera la policía local de acuerdo a las 
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prescripciones señaladas en sus reglamentos (Decreto 1355 de 1970, artículo 177), lo cual no 

otorgaba protección solida alguna de derechos patrimoniales de autor y derechos conexos por la 

comunicación pública de música a los autores, artistas intérpretes o ejecutantes; pues no existía 

norma que ordenara para el funcionamiento de estos establecimientos el pago de dicho concepto. 

En ese sentido,  el nuevo cuerpo normativo derogó el artículo 177 del antiguo código nacional de 

policía, individualizando unos requisitos obligatorios para el funcionamiento de los 

establecimientos de comercio abiertos al público, entre los cuales tomó en cuenta los derechos de 

autor por obras musicales y derechos conexos al exigir los comprobantes de pago de tales rubros:  

c) Para aquellos establecimientos donde se ejecuten públicamente obras musicales 

causante de pago por derechos de autor, se les exigirá los comprobantes de pago 

expedidos por la autoridad legalmente reconocida, de acuerdo con lo dispuesto 

por la Ley 23 de 1982 y demás normas complementarias; (Art. 2) 

     Vale la pena resaltar que a pesar de dicha supresión normativa del Decreto  de 1970, el 

legislador siguió concediendo a las autoridades de policía la competencia de verificar en 

cualquier tiempo, el estricto cumplimiento de los requisitos que determinó obligatorios en los 5 

literales del artículo segundo. (Ley 232 de 1995, art. 3) 

     En cuanto al literal c del precepto en mención, hay un importante señalamiento por hacer, y 

es que la lectura del texto normativo supone que la palabra autoridad legalmente reconocida,  
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restringe la expedición de comprobantes, al paz y salvo que expide la Organización SAYCO-

ACINPRO (OSA), competente para cobrar y recibir el pago de los derechos patrimoniales que 

genera la ejecución pública de música, en virtud del contrato de mandato celebrado con las 

sociedades de gestión colectiva SAYCO (integrada por autores y compositores de obras 

musicales) y ACYNPRO (integrada por artistas intérpretes o ejecutantes (cantantes y músicos) y 

productores de fonogramas (personas dedicadas a la fijación de ejecuciones e interpretaciones de 

obras musicales), así como la resolución No. 291 del 2011 expedida por la Dirección Nacional 

de Derechos de Autor (DNDA); lo cual excluiría al respectivo gestor individual o a cualquier 

otra forma societaria de gestión. Al respecto la Corte Constitucional, resolvió una demanda de 

exequibilidad sobre el tema,  en los siguientes términos:  

Visto que la interpretación de la expresión “autoridades legalmente 

reconocidas” da lugar a restricciones inconstitucionales, la Corte habrá de 

declarar su constitucionalidad bajo condicionamiento, pues solamente uno de sus 

entendimientos es constitucional. En ese orden de ideas este artículo deberá 

entenderse en el sentido que también deberá exigirse el comprobante de pago en 

aquellos casos en que los autores acojan formas de asociación distintas a la 

gestión colectiva, o realicen sus reclamaciones en forma individual. Ello no 

implica que las sociedades de gestión colectiva o los titulares de derechos de 

autor o conexos pierdan sus potestades, lo que significa es que ambos están 

facultados por las normas sobre derechos de autor existentes en Colombia para 
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expedir el certificado de pago a que alude el literal acusado a efectos de requerir, 

si fuera el caso y a través del procedimiento administrativo pertinente, a los 

responsables de establecimientos de comercio que no paguen los derechos 

correspondientes de conformidad con los artículos 3 y 4 de la ley 232 de 

1995. (2004) 

     Precisamente por ello las autoridades administrativas aceptan las  autorizaciones y 

comprobantes de pago expedidos por personas diferentes a las sociedades de gestión colectiva de 

derecho de autor o de derechos conexos; sin embargo, ese evento solo procede cuando se 

individualice el repertorio de obras, interpretaciones, ejecuciones artísticas o fonogramas que 

administra dicha persona, y se acredite que la misma es la titular o representante del titular de 

tales obras o prestaciones. (Decreto 3942 de 2010, art.1 inciso final, norma compilada en el 

decreto 1066 de 2015) 

     Esa verificación de comprobantes de pagos de derechos de autor de obras musicales y 

derechos conexos por la ejecución publica de música, refleja el compromiso del legislador por 

velar que se respeten las normas de derechos de autor al menos en lo que se refiere a obras 

musicales; sin embargo, este presupuesto legal seria ineficaz sin una consecuencia jurídica, pues 

justamente como lo expresa el DR. Grau, la premisa menor de la norma constituye en su 

estructura solo la acción conforme o no conforme a ley y requiere de la asignación de una 
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consecuencia jurídica aplicable a ese hecho para operar cumpliendo su cometido en el 

ordenamiento legal. (2007, p.177) 

     Así, cuando un establecimiento de comercio donde se ejecuten públicamente obras musicales 

causantes de pago por derechos de autor y derechos conexos, no cuenta con los comprobantes de 

pago expedidos por la autoridad competente (gestores individuales o por la Organización Sayco 

& Acinpro, según sea el caso, por dicho concepto, el legislador en búsqueda de instarlo al 

cumplimiento de su obligación consagró en la ley 232 de 1995, un procedimiento a cargo de los 

alcaldes o de quien hiciera sus veces o estuviere delegado para tal fin, consistente en: 

1. Requerirlo por escrito para que en un término de 30 días calendario cumpla con 

los requisitos que hagan falta. 

2. Imponerle multas sucesivas hasta por la suma de 5 salarios mínimos mensuales 

por cada día de incumplimiento y hasta por el término de 30 días calendarios. 

3. Ordenar la suspensión de las actividades comerciales desarrolladas en el 

establecimiento, por un término hasta de 2 meses, para que cumpla con los 

requisitos de la ley. 

4. Ordenar el cierre definitivo del establecimiento de comercio, si transcurridos 2 

meses de haber sido sancionado con las medidas de suspensión, continúa sin 
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observar las disposiciones contenidas en la presente Ley, o cuando el 

cumplimiento del requisito sea posible. 

     De conformidad con el procedimiento citado, se observa que la ley autorizó al alcalde o a su 

delegado para requerir, a los deudores morosos con el fin de que se pongan al día dentro de los 

30 días siguientes, so pena de ser sancionados. Actos que por estar a cargo de funcionarios 

públicos pertenecientes a la rama del poder público deben sujetarse a los trámites establecidos en 

el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo (ley 1437 de 2011) 

y  partir del 30 de Enero de 2016 a los trámites establecidos en  la ley 1801 de 2016 

     Potestad sancionadora que le asiste a la administración pública para el cumplimiento de sus 

fines y que constituye una atribución estatal que:  

“se traduce en la viabilidad jurídica de la imposición de sanciones a los 

particulares y aún a los funcionarios que infringes sus disposiciones, pues sería 

incomprensible la administración sin un régimen represivo que no penara las 

desobediencias a la estructura interna del Estado o a su esquema normativo 

externo” (Ossa, 2009, p.p.96 y 97) 

     En ejercicio de la facultad legal sancionatoria respecto de los derechos patrimoniales de 

ejecución pública de música protegida por derechos de autor y derechos conexos, muchos 

alcaldes en el territorio nacional mediante actos administrativos debidamente motivados, 
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sancionaron establecimientos de comercio abiertos al público en los términos de la ley 232 de 

1995, buscando el respeto por las normas de derecho de autor dada la importancia constitucional 

de la protección de la propiedad intelectual, respecto de la cual la Corte Constitucional ha 

reconocido que el recaudo de los derechos patrimoniales que se derivan de derechos como los de 

autor por obras musicales y conexos trasciende la esfera del derecho privado para convertirse en 

un asunto de interés público, así lo ha sostenido la alta corporación: 

El recaudo de los derechos que corresponden a los autores por concepto de 

ejecución, representación, exhibición, uso o explotación de las obras 

generadas en su creatividad o concepción artística o intelectual, que 

representan una forma de propiedad constitucionalmente protegida, no puede 

librarse a la voluntad puramente contractual, al acuerdo o al convenio entre 

quien explota el material al que se refieren aquéllos y el autor correspondiente 

o quien sus derechos representa, sino que, a juicio de esta Corte, involucra 

necesariamente la actividad estatal e implica la consagración de normas de 

orden público no susceptibles de ser contradichas o anuladas mediante pactos 

bilaterales. 

  

En efecto, se trata de derechos inalienables, de conformidad con el artículo 61 

de la Constitución, que al declarar, con carácter imperativo, la protección de 



 

 

 61 

la propiedad intelectual, a cargo del Estado, estatuye que ella tendrá lugar por 

el tiempo y mediante las formalidades que establezca la ley. 

  

Aunque el legislador goza de competencia para establecer las modalidades del 

amparo de los indicados derechos, lo que no puede esquivar es la 

responsabilidad que la Constitución le ha confiado en la búsqueda de 

instrumentos aptos para obtener que en la práctica los autores no sean 

víctimas de imposiciones arbitrarias o abusivas por parte de quienes ejecutan, 

representan, exhiben, usan o explotan sus obras, para desconocer lo que 

constitucionalmente se les debe por tales conceptos. (2012) 

     No obstante, la imposición de sanciones siguió el curso de una actuación administrativa bajo 

los lineamientos de la ley 1437 de 2011 y ello en la práctica significó que el procedimiento legal 

dispuesto para conseguir el cumplimiento de las normas de derechos de autor de obras musicales 

y derechos conexos resultara ineficaz, pues cuando había de aplicarse la medida correctiva de 

cierre de establecimiento público o abierto al público, el propietario había cambiado la razón 

social; así lo afirmó el gobierno nacional en la exposición de motivos para el nuevo código de 

policía (ley 1801 de 2016): 

En este campo, los contraventores han acudido a figuras legales que interpretadas 

y/o empleadas de manera ingeniosa logran burlar el control policial; es el caso por 
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ejemplo de los establecimientos nocturnos o bares que hoy funcionan como 

organizaciones no gubernamentales, cobijados por una regulación especial. (2016, 

p.2) 

     Así las cosas, en junio de 2016 el Congreso de la República con la ley 1801 expidió el Código 

nacional de policía y convivencia, que entró en vigencia desde Enero  de 2017, derogando la ley 

232 de 1995 y suprimiendo el procedimiento administrativo  que se asignaba al alcalde para 

sancionar a quienes incumplieran con la acreditación del pago de derechos de autor de obras 

musicales y derechos conexos. El nuevo texto normativo consagró en su capítulo III los 

comportamientos que atentan contra la actividad económica y que por tanto no deben realizarse, 

enunciando entre estos: “No presentar el comprobante de pago, cuando a ello hubiere lugar, de 

obras musicales protegidas por las disposiciones legales vigentes sobre derechos de autor.” (Art. 

92, núm. 2) 

     Estipulando como consecuencia jurídica por su incumplimiento, la imposición de una medida 

correctiva equivalente a una multa general tipo 3, consistente en: la suspensión temporal de 

actividad. (Art. 92, parágrafo 2.), y manteniendo la aplicación de la multa “si se continúa 

desarrollando en el lugar la misma actividad económica que dio lugar a su imposición, aun 

cuando se modifique o cambie la nomenclatura, el nombre del establecimiento, su razón social, 

propietario, poseedor o tenedor del mismo.” (Parágrafo 3 ibídem) 
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     Igualmente dispuso el honorable congreso de la república, que si en el término de un (1) año 

contado a partir de la imposición de la medida de suspensión temporal, incurre nuevamente en el 

mismo comportamiento u otro que dé lugar a la multa de suspensión temporal, será objeto de 

suspensión definitiva de la actividad (cierre del lugar por tres (3) meses). (Parágrafo 4, ibídem) 

     Resulta imperativo identificar señalar que la suspensión temporal que el código de 

convivencia y policía dispuso, consiste en el cese por un término de entre tres (3) a diez (10) días 

proporcional a la gravedad de la infracción, de una actividad económica o sin ánimo de lucro, o 

que siendo privada ofrezca servicios al público a la que está dedicada una persona natural o 

jurídica. (Art.196 ibídem) 

     Nótese que la modificación eliminó la actuación administrativa sancionatoria que le asistía al 

alcalde o a quien hiciera sus veces o se delegara para tal fin, optimizando el procedimiento de 

recaudo de los derechos de autor de obras musicales y derechos conexos, al simplificar el 

procedimiento sancionatorio  convirtiéndolo de aplicación inmediata a partir de su vulneración y 

de esta manera evitar la evasión del pago de los derechos de autor por la reproducción pública de 

obras musicales, fonogramas, interpretaciones o ejecuciones artísticas en establecimientos 

abiertos al público.  

     Sin embargo, el endurecimiento buscado suprimió la posibilidad que se daba al propietario 

del establecimiento comercial abierto al público y ejecutor de obras musicales protegidas por las 
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normas de derechos de autor y derechos conexos, de ponerse al día con su obligación en el 

término de un mes calendario, contado desde la notificación del requerimiento para ello; la 

eliminación de esa oportunidad podría en la práctica, es decir, en la materialización de la norma, 

ser inconveniente y discutible si se observa como única supresión; por tal motivo,  hay que tomar 

en consideración que también se aniquilaron las multas sucesivas de hasta cinco (5) salarios 

mínimos legales mensuales vigentes por cada día de incumplimiento por treinta días calendario, 

que consagraba la ley 232 de 1995.   

     Hasta este punto podría vagamente pensarse que en razón de la norma vigente, la obligación 

de cumplir con las normas de derechos patrimoniales de autor de obras musicales y derechos 

conexos es una obligación única de la policía nacional y libra a la administración municipal en 

cabeza de su alcalde, de verificar su cumplimiento; nada más alejado de la realidad, pues si bien 

ya no radica en cabeza del primer mandatario municipal la obligación legal de imponer sanciones 

a propietarios de establecimientos de comercio, por la no acreditación del pago de obras 

musicales protegidas que les permita ejecutarlas públicamente en dicho recinto, el alcalde sigue 

siendo el primer jefe policivo del ente territorial.  

     Lo anterior significa que a los alcaldes, como primeros mandatarios del respetivo municipio 

y, les corresponde entre otras atribuciones, garantizar la convivencia del municipio y  “velar por 

la aplicación de las normas de Policía en el municipio y por la pronta ejecución de las órdenes y 

las medidas correctivas que se impongan.” (Ley 1801 de 2016, art. 205, núm. 3), esto quiere 
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decir,  que aunque no puede imponer las medidas correctivas que el legislador le atribuyó a los 

ciertos miembros de la policía nacional, si puede verificar y adelantar actuaciones 

administrativas tendientes a ejecutarlas. 

     En ese contexto, tendrá que custodiar que en el municipio de su competencia se cumplan 

entre otras, la ejecución de medidas correctivas o definitivas de suspensión o cierre de 

establecimientos de comercio abiertos al público respectivamente, donde no se acredite el pago 

de derechos de autor por comunicación pública de obras musicales protegidas o se reincida 

durante el mismo año en dicho incumplimiento, según sea el caso. 

     Ahora bien, estas atribuciones del primer jefe de policía municipal son susceptibles de 

delegación, pues según lo dispuesto por el artículo 209 de la Constitución Política que establece 

que la función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con 

fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, 

imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de 

funciones, los alcaldes tienen la posibilidad transferir el ejercicio de sus funciones a sus 

colaboradores o a otras autoridades mediante acto motivado y en los términos consagrados por el 

artículo 9° de la ley 489 de 1998 que reza: 

(…) en todo caso, los ministros, directores de departamento administrativo, 

superintendentes, representantes legales de organismos y entidades que posean 
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una estructura independiente y autonomía administrativa podrán delegar la 

atención y decisión de los asuntos a ellos confiados por la ley y los actos 

orgánicos respectivos, en los empleados públicos de los niveles directivo y asesor 

vinculados al organismo correspondiente, con el propósito de dar desarrollo a los 

principios de la función administrativa enunciados en el artículo 209 de la 

Constitución Política.  

     Así como en observancia de la ley 1151 de 2012 Por la cual se dictan normas para modernizar 

la organización y el funcionamiento de los municipios, que modificó en su artículo 30, modificó 

el artículo 92 de la ley  136 de 1994, que señala: “Artículo 92. Delegación de funciones. El 

Alcalde podrá delegar en los secretarios de la alcaldía y en los jefes de los departamentos 

administrativos las diferentes funciones a su cargo, excepto aquellas respecto de las cuales exista 

expresa prohibición legal.” 

La delegación - junto con la descentralización y la desconcentración - es uno de 

los medios establecidos en el Estado de Derecho para el adecuado ejercicio de la 

función administrativa, toda vez que ésta se encuentra al servicio de los intereses 

generales y se desarrolla con fundamento en principios rectores, tales como los de 

eficacia, economía y celeridad, que complementan los de igualdad, moralidad, 

imparcialidad y publicidad. 
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Mediante la delegación, la autoridad administrativa transfiere el ejercicio de 

funciones a sus colaboradores o a otras autoridades, siempre por acto de 

delegación (decreto o resolución) y con sujeción a la Constitución o la ley. Para 

que la autoridad pueda delegar algunas o alguna función de las que le han sido 

asignadas por la Carta Política o por la ley - por estimarlo conveniente o necesario 

para el servicio público o el interés general-, es indispensable la previa 

autorización legal en donde se determine la materia delegable o las condiciones de 

la delegación. Sobre este fundamento insoslayable, el delegante puede transferir la 

función y la consiguiente responsabilidad al delegado -también llamado 

delegatario en el lenguaje jurídico Colombiano-, sin que éste a su vez pueda 

subdelegar, salvo expresa autorización de la ley. Por su naturaleza, la delegación 

es transitoria, pues el delegante siempre puede reasumir la función, la que al 

ejercerla en forma directa, lo convierte de nuevo en el titular de la responsabilidad 
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CAPÍTULO III. DISEÑO METODOLOGICO 

En el presente capitulo se realiza una contextualización general del diseño metodológico que 

se utilizó en el presente trabajo de grado, y da a la actual investigación monográfica un respaldo 

científico, entendiéndose la investigación como aquel proceso riguroso, objetivo, sistemático y  

de análisis de datos que permita conocer la realidad acerca de un tema en específico, para lo cual 

se requiere, la identificación del tipo de investigación, seleccionar los instrumentos idóneos para 

recolectar información, escoger la población y muestra, así como realizar un análisis de la 

información para dar respuesta a los objetivos planteados al inicio del proyecto.  

1.5. 3.1 Tipo de investigación 

     El tipo de investigación utilizado en este proyecto es el enfoque cuantitativo se aplica al 

determinar resultados numéricos utilizando la técnica de la encuesta y las preguntas abiertas 

para proporcionar profundidad en la información, dispersión, riqueza interpretativa, 

contextualización, detalles e indagación que permitan una mayor comprensión del fenómeno 

(Hernandez, Fernández y Sampieri, 1997). En este sentido, el marco del diseño de 

investigación es no experimental, debido a que observa fenómenos tal como se dan en su 

contexto natural, para posteriormente analizarlos, configurándose en un estudio transversal 

por que obtiene la información en un mismo periodo de tiempo y de tipo exploratoria ya que 

la revisión de la literatura reveló que para ser un tema tan determinante para la sociedad y la 

economía de las personas y de las naciones, existe poca doctrina, relacionada con el 

problema de investigación, específicamente con el deber legal que asiste a algunas  
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autoridades administrativas del nivel municipal frente a los derechos patrimoniales de autor 

de obras musicales y derechos conexos  

 

1.6. 3.2. Instrumentos para la recolección de la información 

     En el siguiente acápite se relacionan los diferentes instrumentos de recolección de datos 

utilizados en la presente investigación. Adicionalmente, cada instrumento cuenta con un sustento 

teórico que respalda la idoneidad de la herramienta.  

 

3.2.1. Derecho de petición de información. 

     El derecho de petición es considerado en nuestro país como un derecho fundamental e 

inalienable de todas las personas, gracias al cual en interés general o particular podemos obtener 

de las autoridades respuestas prontas y de fondo relacionadas con información, copias, 

reconocimientos de derechos y todas las demás a las que se refiere la ley 1755 de 2015. Sin 

embargo, para el perfeccionamiento de esta investigación lo utilizamos como herramienta de 

recolección de información directa y veraz sobre las acciones que la administración municipal de 

Pamplona emprendió en los años 2015-2016 en protección y respeto por los derechos 

patrimoniales de autor de obras musicales y derechos conexos.  

 

     De esta forma, elevamos los siguientes derechos de petición:  
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 Ante la inspección de policía del municipio de Pamplona el 31 de Marzo de 2017, 

solicitando:  

PRIMERO. Informar cuantos procesos administrativos se adelantaron en los años 2015 

y 2016 en el municipio de Pamplona N de S, por contravenciones relacionadas con el 

literal C del artículo 2do de la ley 232 de 1995, e indicando además cuantos se 

encontraban activos a la fecha de presentación de la petición, cuantos terminados y en 

cuantos de los finalizados se habían impuesto actos sancionatorios.  

SEGUNDO. Informar cuantos paz y salvos o autorizaciones de gestores individuales y 

colectivos de derechos de autor y derechos conexos, presentaron los propietarios de 

establecimientos abiertos al público de Pamplona en cumplimiento del literal C del 

artículo 2do de la ley 232 de 1995 

TERCERO. Relacionar el listado de gestores individuales y colectivos que expidieron 

paz y salvos por pago de derechos de autor y derechos conexos a los propietarios de los 

establecimientos de comercio abiertos al público en Pamplona 

 ante la secretaría de gobierno del municipio de Pamplona el 31 de Marzo de 2017, 

solicitando: 

PRIMERO. Informar en cuantos eventos públicos del municipio (conciertos, bazares, 

eventos políticos) en los que se usó música durante los años 2015 y 2016 se exigió paz y 
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salvo de derechos de autor y derechos conexos, especificando cuantos corresponden a 

gestores individuales y cuantos a gestores colectivos. 

SEGUNDO. Informar si para la expedición de permisos para realizar los eventos 

públicos del año 2015 y 2016 referidos en la petición primera, se solicitó listado de obras 

musicales a ejecutar. 

 ante la personería del municipio de Pamplona el 31 de marzo de 2017, solicitando:  

PRIMERO. Informar cuantas indagaciones preliminares o investigaciones disciplinarias 

se adelantaron durante los años 2015 y 2016 contra funcionarios públicos del municipio 

de Pamplona por no dar cumplimiento a las normas de propiedad intelectual, 

especificando cuantas condujeron a actos sancionatorios. 

 

3.2.2. Encuesta 

     Según Garza (1988) la investigación por encuesta “... se caracteriza por la recopilación de 

testimonios, orales o escritos, provocados y dirigidos con el propósito de averiguar hechos, 

opiniones actitudes,” (p. 183).   

1.7. 3.3. Población y muestra de la encuesta 

 

     La escogencia de la población se hizo en consideración a la obligación que tienen los 

propietarios de los establecimientos abiertos al público en Colombia de pagar a los gestores 
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colectivos o individuales sumas monetarias por concepto de derechos de autor en razón de la 

comunicación pública de obras musicales protegidas por el legislador; pago que en los años 

2015-2016 debía ser verificado por el alcalde o sus delegados para ello, por medio de la 

exigencia del paz y salvo de Sayco- Acinpro para el caso del recaudo por gestión colectiva.    

     En ese orden, se llevó a cabo la aplicación de una encuesta estructurada para evidenciar cual 

fue la actuación de la administración de Pamplona en los años 2015-2016 frente a sus 

obligaciones con los  derechos de autor de obras musicales y derechos conexos.  Tomando como 

población a los propietarios de los establecimientos de comercio abiertos al público que se 

encuentran ubicados en el municipio de Pamplona y que en ejercicio de su actividad comercial 

comunican públicamente música protegida. 

3.3.1. Muestra 

    

     Con la muestra buscamos obtener la copia más fiel de la población, seleccionando una parte 

menor de ella como objeto de investigación, cuyos resultados nos permitan generalizarlos a la 

población en sí misma (Salkind, n, 1999) ello como medida idónea y certera para esclarecer el 

fenómeno jurídico sometido a análisis en el presente estudio monográfico. 

 

     En tal sentido, como investigadoras nos desplazamos a la plazuela Almeyda del municipio de 

Pamplona, zona que se caracteriza por tener varios establecimientos de comercio abiertos al 



 

 

 73 

público tales como: restaurantes, discotecas, bares, distribuidoras de licor, cafés, hoteles, etc. Lo 

anterior, con el fin de aplicar una encuestas a los propietarios y/o administradores de estos sitios, 

que por la naturaleza inherente de las actividades comerciales que realizan, reproducen música 

públicamente como valor agregado a sus negocios, puesto que ello les permite ofrecer espacios 

ambientados a sus clientes; la muestra está conformada por 30 personas distribuidas así:  

 

 Discotecas, 9 propietarios 

 Distribuidoras de licor, 6 propietarios 

 Restaurante, 6 propietario 

 Otros (tiendas, cafés, supermercados), 5 propietarios  

 Hotel, 4 propietarios   

 

     Vale la pena reseñar, que se efectúo una sola aplicación a la encuesta, desempeñándonos 

como instructoras y directoras en la diligencia de la misma, para que los participantes 

respondieran tranquila y deliberadamente en un ambiente asesorado y organizado respecto de los 

fines y la estructura de dicha herramienta de recolección de datos.   

1.8. 3.4. Procesamiento y análisis de información 

     Se solicitó verbalmente autorización a cada uno de los propietarios de los establecimientos de 

comercio encuestados en el municipio de Pamplona del departamento de Norte de Santander 

para responder este medio de recolección de datos, esencial para los resultados de la 
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investigación; al recibir aprobación se informó el objetivo general del estudio monográfico y sus 

pormenores, consintiendo voluntariamente su participación en él. 

      Frente a lo anterior, se procedió con la entrega del consentimiento informado a los treinta 

(30) ciudadanos de muestra, en el cuál se expuso por escrito no solo el propósito, la forma de 

desarrollo de la encuesta y la utilización de los resultados; sino que se plasmó su voluntad de 

contribuir con la investigación para fines los académicos descritos. 

 

     La aplicación de la entrevista se realizó durante la tercera semana del mes de agosto del año 

2017, concretamente, el día viernes dieciocho (18) y tuvo una duración aproximadamente 15  

minutos por encuestado. (Ver encuesta en el apéndice A.) 

1.9. 3.5. Tabulación y proyección de resultados 

    Sobre este punto, nos permitimos en primer lugar plasmar las respuestas a los derechos de 

petición radicados ante la administración municipal de Pamplona, Norte de Santander y 

finalmente proyectar el análisis cuantitativo de los resultados de la encuesta aplicada a los 

propietarios de los 30 establecimientos de comercio encuestados, ubicados en el municipio de 

Pamplona, Norte de Santander, mediante grafica de tortas con la respectiva interpretación 

cualitativa de cada una. 
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3.5.1. Respuestas a derechos de petición:  

 INSPECCIÓN DE POLICIA:  

     La inspectora de policía del municipio de Pamplona, Laura Milena Rodríguez Caballero,  

respondió el 19 de abril de 2017 así: 

La ley 232 del año 1995 la cual usted menciona fue derogada por la ley 1801 de 

2016 “nuevo código de policía”.  De la misma manera procedo a comunicar que 

nosotros como inspección de policía no somos competentes para conocer de los 

asuntos relacionados con el númeral 5 del artículo 87 Código Nacional de Policía 

y Convivencia, el ente encargado de conocer y expedir esa documentación es 

Sayco- Acinpro ubicada en la ciudad de Cúcuta… 

     Puede apreciarse de la respuesta anterior que la señora inspectora no satisface la información 

solicitada en el derecho de petición con fundamento en la derogación de la ley 232 de 1995, aun 

cuando toda la información requerida correspondía a los años 2015 y 2016 cuando la norma se 

encontraba vigente. Aunado a ello,  no aportó información sobre cuantos paz y salvos se 

presentaron en los establecimientos de comercio abiertos al público que acreditaran el 

cumplimiento de pago de derechos de autor por ejecutar públicamente música, ni los listados de 

los gestores individuales o colectivos que los hubieren expedido, manifestando que no eran el 

ente competente para dar cumplimiento al númeral 5 del artículo 87 Código Nacional de Policía 

y Convivencia que reza: “Para aquellos establecimientos donde se ejecuten públicamente obras 
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musicales causantes de pago, protegidas por las disposiciones legales vigentes sobre derechos de 

autor, mantener y presentar el comprobante de pago al día”.  

 

     De lo previamente expuesto se colige que en primer término, la inspectora yerra al afirmar 

que existe falta de competencia respecto del requisito número 5  para el funcionamiento de 

establecimientos de comercio abiertos al público, determinado anteriormente en la ley 232 de 

1995 y ahora en el artículo 87 del nuevo código de policía como obligatorio, máxime cuando el 

artículo en cuestión otorga expresamente a las autoridades de policía, la verificación de dichos 

comprobantes de pago al día, en el parágrafo 1º, mediante el cual les da la facultad de adelantar 

procedimientos de verificación ingresando por iniciativa en cualquier momento a los 

establecimientos siempre que estén en desarrollo de sus actividades. Competencia legal que 

también concedía la derogada ley 232 de 1995. 

 

     También puede apreciarse de la respuesta otorgada por la funcionaria pública en comento, 

que sobre la expedición de comprobantes de pago por derechos de autor de obras musicales y 

derechos conexos, indica como ente competente a la OSA (organización SAYCO- ACYNPRO), 

desconociendo que dicha organización obedece al mandato de las dos sociedades de gestión 

colectiva que integran su nombre, pero no tienen conexidad con los gestores individuales.  
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     En mérito de esto, escapaba a nuestro entender que la inspectora hubiere vulnerado tan 

flagrantemente nuestro derecho de petición de información, en virtud de afirmaciones NO 

justificables lógica, legal o jurídicamente, razón por la cual se interpuso acción de tutela, en cuyo 

fallo se ordenó a la inspección de policía del municipio de Pamplona responder de fondo y en 

forma clara lo pedido en petición del 31 de marzo de 2017; razón por la cual  el día 31 de Mayo 

de 2017 nos contestaron lo siguiente:  

 

AL PUNTO PRIMERO: (…) En los años relacionados 2015 y 2016 no se adelantó 

ningún proceso o procedimiento administrativo referente al literal C. de la ley 232 

de 1995, en relación a cuantos procesos se encuentran activos actualmente, cuantos 

procesos terminados y en estos últimos cuantos tienen actos administrativos 

sancionatorio, procesos activos: ninguno, procesos terminados: ninguno y actos 

administrativos sancionatorios: ninguno. (Negrilla fuera de texto original) 

 

AL PUNTO SEGUNDO: se expone que durante los años 2015 y 2016 la OSA 

(organización SAYCO- ACYNPRO), realizó inspecciones en el municipio de pamplona a 

diferentes establecimientos comerciales y en requerimiento de dicha ORGANIZACIÓN 

se prestó acompañamiento policivo para garantizar a esos su seguridad  

AL PUNTO TERCERO: Frente al listado de gestores individuales y gestores colectivos 

de derechos patrimoniales de autor que expidieron paz y salvos o autorizaciones a los 
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propietarios o tenedores de establecimientos… Se anexa listado de morosos de 

derechos de autor a 5 de mayo de 2016 Pamplona aportado por la 

ORGANIZACIÓN SAYCO Y ACYNPRO 
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     Nótese que con esta segunda respuesta se evidencia el definitivo desconocimiento legal, 

normativo y conceptual de la inspectora de policía respecto de las diferencias entre la gestión 

colectiva y la gestión individual de derechos de autor y derechos conexos. Igualmente obsérvese 

que hay establecimientos de comercio abiertos al público que al año 2016 funcionaban con más 5 

años de mora respecto de los derechos patrimoniales de autor y derechos conexos que 

representan la ORGANIZACIÓN SAYCO & ACINPRO (OSA) incumpliendo uno de los 

requisitos legales obligatorios para su funcionamiento, y que a pesar de que la administración 

municipal estaba facultada hasta junio de 2017 por la ley 232 de 1995 para requerir a los 

morosos a cumplir con dicha obligación e imponerles multas y sanciones, no lo hizo, a sabiendas 

de la clara individualización de los incumplidos, pues en 2016 obtuvo por los resultados de la 

inspección hecha en el municipio por la OSA el listado cada uno de ellos.  
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     Ahora con el nuevo código de convivencia y policía implementado desde julio de 2017 por la 

ley 1801 de 2016, la imposición de medidas correctivas está a cargo de la policía nacional, pero 

el alcalde como jefe de policía sigue teniendo la atribución legal de velar por el cumplimiento de 

dichas normas así como la obligación legal de cumplir con la constitución, la ley y en ese 

sentido, directamente o mediante delegación a sus funcionarios debe propender por que se 

cumplan las normas de derechos patrimoniales de autor de obras musicales y derechos conexos, 

vigilando que se exija a los establecimientos de comercio abiertos al público en el municipio de 

Pamplona, el lleno de requisitos determinado para cumplir actividades económicas, previstos en 

el artículo 87 ibídem. 

 

 SECRETARÍA DE GOBIERNO 

 

      El secretario general y de gobierno Jeiver Saith Acero Basto respondió el día 18 de mayo de 

2017, relacionando la lista de eventos públicos que se efectuaron en el municipio de pamplona 

durante el año 2015 y 2016, indicando que se exigió el paz y salvo del pago de derechos de autor 

de obras musicales en cada uno de ellos ante gestores colectivos como Sayco,  la organización 

Sayco & Aacinpro  o a gestores individuales como DINALO UPIDIR según procedía. 

 

 PERSONERÍA MUNICIPAL 
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     El personero del municipio de Pamplona Richard Parada Jáuregui, respondió el 26 de abril de 

2016 lo siguiente:  

 

 La personería municipal de Pamplona, de acuerdo a la revisión realizada en los 

archivos de la entidad, observó que hasta la fecha no se ha adelantado ningún tipo 

de investigación o indagación  preliminar por esta falta disciplinaria, es decir, no 

existe ningún tipo de estadística registrada por este tipo de proceso. 

 

     Aquí, resulta importante recordar la segunda respuesta de la inspectora de policía y la 

interpretación que hicimos en dicho acápite sobre la misma, para entender la importancia del 

tema, pues si la personería municipal hubiere hecho investigaciones en el año 2016 respecto del 

cumplimiento del artículo 4º de la ley 232 de 1995, se habría encontrado con que la 

administración municipal no adelantó ninguna acción administrativa a la que estaba legalmente 

obligado para que los propietarios de establecimientos de comercio abiertos al público en el 

municipio de pamplona donde se comunicara públicamente música, hubieren pagado tales 

derechos en respeto por la legislación de derechos de autor, y en cumplimiento de los requisitos 

obligatorios para funcionar; aun sabiendo cuales eran los deudores morosos de las sociedades de 

gestión colectiva SAYCO & ACINPRO   
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60% 

40% 

GENERO 

femenino masculino

     Si incluso hoy, este ente adelantara las investigaciones pertinentes que la ley le indica, 

observaría que en el municipio de Pamplona, existen establecimientos de comercio abiertos al 

público que funcionan sin cumplir todos los requisitos obligatorios por ley para su 

funcionamiento tales como el del pago de derechos de autor por ejecución pública de música 

protegida.  

3.5.2.  Resultados de la encuesta aplicada 

     En este acápite, presentamos el análisis cuantitativo de los resultados de la entrevista aplicada 

en 30 establecimientos de comercio abiertos al público del municipio de Pamplona, ello 

mediante grafica de tortas y exposición de la interpretación cualitativa de cada una. 

 

 

 

 

      

De la población total entrevistada podemos concluir que el 60% de las personas que atienden 

establecimientos de comercio en pamplona son mujeres, el otro 40% hombres.  

 

 Figura. 4. Información sobre el género de la población entrevistada. 
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30% 

50% 

20% 

RANGOS DE EDAD 

31 a 40 años

20 a 30 años

41 a 50 años

30% 

40% 

30% 

NIVEL DE ESCOLARIDAD  

Basica tecnica Profesional

De la muestra obtenida podemos 

concluir que el 50% de la población 

encuestada tienen una edad entre los 

31 a 40 años, es decir que quienes 

atienden los establecimientos de 

comercio son personas adultas, 

continuando con un 30% de población que equivale a jóvenes de edades de 20 a 30 años y un 

20% de población que superan los 40 años.  

 

     Se determinó a través de la 

muestra obtenida que de la 

población entrevista que atiende 

establecimientos de comercio un 

40% tienen un nivel de 

escolaridad técnico, un 30% 

tienen un nivel de escolaridad 

básico y el otro 30% son profesionales.  

Cada 

Figura. 5. Información sobre las edades entrevistadas. 

Figura. 6. Información sobre el nivel educativo de la población entrevistada. 
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35% 

65% 

FUNCION QUE CUMPLE EN EL 
ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO?  

Propietario Administrador Otro

80% 

20% 

1. ¿Reproduce usted música públicamente 
en su establecimiento de comercio? 

si no

 

 

 

      Para finalizar la información básica necesaria en nuestra entrevista preguntamos a quienes se 

encontraban en los establecimientos de comercio, que función cumplían allí, encontrando 

entonces que el 65% eran Administradores y un 35 % Propietarios.  

A continuación, presentamos las gráficas sobre las 8 preguntas realizadas a quienes se 

encontraban en los establecimientos de comercio de la ciudad de pamplona, para poder analizar 

el desempeño de la administración de Pamplona frente a los derechos patrimoniales de autor por 

obras musicales y derechos conexos.  

 

 

 

 

 

Figura. 7. Información sobre la función que cumple dentro del establecimiento de comercio. 

Figura. 8. Primera pregunta de encuesta aplicada. 
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     En esta grafica podemos visualizar que de la población entrevista, solo en el 20% de los 

establecimientos de comercio no reproducen música en sus establecimientos, el resto, es decir el 

80% de los demás establecimientos donde estuvimos reproducen obras musicales.  

 

Figura. 9. Segunda pregunta de encuesta aplicada. 

 

     Como podemos observar en la gráfica, la muestra tomada corresponde a un 28% de 

establecimientos de comercio cuya actividad comercial son discotecas, un 22% son 

distribuidoras, un 22% son restaurantes, un 17% otros, los cuales comprenden a Bar-estanco, 

Tiendas, Cafés, y un 11% a hoteles.  

22% 

22% 

11% 

28% 

17% 

¿Cuál es la actividad comercial principal de su 
establecimiento? 

Restaurante Distribuidora Hotel Discoteca otro
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Figura. 10. Tercera pregunta de encuesta aplicada. 

 

     En la gráfica podemos observar que un 30% de la población entrevistada, establece que no 

reproduce música en sus negocios, estos establecimientos de comercio eran hoteles, tiendas y 

restaurantes; y un 70% responde SI a la pregunta formulada,  este cuestionamiento iba 

acompañado por la premisa, de si es SI, su respuesta, manifieste el porqué, señalando entonces 

que la responsabilidad de pagar derechos de autor, es decir reproducir música es un requisito 

fundamental para ellos poder crear su establecimiento de comercio.  

     Información que ratifica que en Pamplona, no se conoce realmente la responsabilidad de 

pagar los dineros que se generan por el derecho patrimonial de autor  cuando existe un acto de 

comunicación pública de una o varias obras musicales que hagan parte del catálogo de la OSA, 

en establecimientos abiertos al oúblico.  

70% 

30% 

¿Conoce usted la responsabilidad de cancelar los 
impuestos por concepto de derechos de autor?  

si no
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     Y que al usar música o medios audiovisuales en un establecimiento abierto al público 

mediante radios, equipos de sonido, televisores, proyectores, etc., se están explotando obras 

musicales y audiovisuales, así como interpretaciones o ejecuciones artísticas. Todas ellas son 

bienes privados que pertenecen a los compositores, a los artistas u otros titulares de derechos 

siendo ellos quienes disponen de cómo se deben usar sus creaciones o prestaciones artísticas. 

     Por esta razón, si desea usar música y/o audiovisuales en su establecimiento abierto al 

público, debe obtener la autorización de los titulares de las obras, intérpretes y otros artistas 

pagándoles una remuneración por la autorización otorgada. Esta autorización y/o pago de 

remuneración se conoce comúnmente como "el pago por derecho de autor". 

 

Figura. 11. Cuarta pregunta de encuesta aplicada. 

75% 

25% 

¿Sabe cuál es la relación entre la organización 
Sayco- Acinpro y los derechos 
de autor y derechos conexos? 

si no
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     En esta grafica podemos observar que una gran parte de la población es decir un 75% de la 

muestra entrevistada, no tiene claridad sobre la relación que existe entre Sayco – Acinpro  y los 

derechos de autor y derechos conexos, y si tienen conocimiento de la relación un 25%.    

     La relación de los derechos de autor y derechos conexos con la sociedad de gestión colectiva   

Sayco (Sociedad De Autores y Compositores de Colombia) y la Sociedad de Gestión Colectiva 

Acinpro (Asociación Colombiana De Intérpretes Productores Fonográficos), que crearon la 

organización SAYCO ACINPRO (OSA), parte de cuando  los autores, titulare de derechos, 

interpretes, productores fonográficos acuden a las sociedades de gestión colectiva de derechos de 

autor y conexos, para que recauden las derechos patrimoniales derivados de la comunicación 

publica, púes para  ellos es imposible visitar todos los bares y eventos del mundo esperando a 

que suene una de sus canciones para cobrar regalías por su uso. 

     Por eso, la mayoría de los titulares de derechos de autor y de derechos conexos del mundo se 

han unido en sus respectivos países para crear sociedades de gestión colectiva de derechos de 

autor en las que delegan el derecho de cobrar por la comunicación pública de sus obras musicales 

y estas asociaciones a  su vez realizan convenios entre ellas para lograr el recaudo del derechos 

de autor en los diferentes países donde se hace uso de la música de sus socios. En ese sentido, 

hace varios años los principales titulares de derechos de autor de la música colombiana se 

unieron para crear las 2 sociedades de gestión colectiva legitimadas hasta hoy en nuestro país 
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SAYCO y ACINPRO, quienes para efectos de recaudo crearon de esos derechos la organización 

SAYCO & ACINPRO (OSA) 

 

Figura. 12. Quinta pregunta de encuesta aplicada. 

 

     El 85% de la población entrevistada, establece que si cancela los impuestos de Derechos de 

Autor y Derechos conexos, dado que es un requisito para poder tener sus establecimientos de 

comercio. Un 15% de la muestra que corresponden a tiendas informales, señalan que no pagan 

ningún tipo de impuesto, dado que no tienen conocimiento de ello.   

     Se deberá pagar a la OSA el uso de obras musicales que hagan parte de su catálogo porque los 

titulares de los derechos de autor de las obras musicales son los únicos que pueden autorizar o 

prohibir el uso de esas obras. Es por esta razón que la OSA puede cobrar por la comunicación 

pública de las obras musicales de su catálogo (más adelante vamos a entender mejor estos 

85% 

15% 

¿Realiza usted pagos de derechos de autor y derechos conexos 

por comunicar o reproducir públicamente obras musicales en 
su 

establecimiento de comercio? 

si no
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conceptos). Nótese frente a esta pregunta que de las respuestas dadas, se puede observar que se 

confunde la naturaleza  jurídica de orden privado del  derecho patrimonial de  autor con la  de un 

impuesto.  

 

Figura. 13. Sexta pregunta de la encuesta aplicada con resultados del año 2015 

 

Figura. 14.Sexta pregunta de la encuesta aplicada con resultados del año 2016 

20% 

80% 

¿Durante los años 2015-2016 con que periodicidad la alcaldía del municipio 
de sus dependencias realizó en su 

establecimiento de comercio verificación de pagos a Sayco- Acinpro por 
comunicación pública de obras musicales protegidas? 

mensualmente semestralmente anualmente nunca

2015 

10% 

15% 

25% 

50% 

mensualmente semestralmente anualmente nunca

2016 
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     La interpretación que se da a estas graficas se basa en lo siguiente, en el año 2015 un 80% de 

la población entrevistada estableció que nunca funcionarios de la Administración de Pamplona, 

hicieron algún tipo de verificación de pagos a Sayco- Acinpro por comunicación pública de 

obras musicales protegidas en sus establecimientos de comercio, y un 20% señala que 

anualmente se hizo la verificación, por parte de la administración de Pamplona.  

     En el año 2016 se determina que el 50% de los entrevistados señalan que no se realizó  la 

verificación del pago de impuestos de Derechos de autor, un 25% señala que se verifico 

anualmente, un 15% semestralmente y un 10% mensualmente.   

 

Figura. 15. Séptima pregunta de la encuesta aplicada. 

 

0% 

100% 

¿Durante los años 2015-2016, fue requerido o multado por el 
alcalde de Pamplona o alguna de sus dependencias como consecuencia 

de no acreditar el pago de derechos de autor y derechos conexos por 
comunicación pública de obras musicales protegidas? 

si no



 

 

 92 

     El 100% de la muestra establece que no fue multado o requerido por el alcalde de Pamplona o 

algunas de sus dependencias, como consecuencia de no haber pagado los impuestos de Derechos 

de Autor y Derechos conexos.  

     De los resultados de la octava pregunta, Podemos observar en la gráfica que un 50% de la 

muestra indica que ninguna vez en el periodo de enero a agosto del 2017 las autoridades 

municipales, han adelantado verificaciones de pagos de Derechos de Autor y derechos conexos, 

un 25% establece que la inspectora de policía en apoyo de la policía nacional han verificado un 

término de tres veces, un 20% una vez y un 5% señala la opción otro, donde establecen que han 

visitado dos veces sus establecimientos de comercio.  
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Figura. 16. Octava pregunta de la encuesta aplicada 

  

 

 

 

 

20% 

25% 50% 

5% 

¿Durante lo transcurrido del año 2017 (enero-agosto) cuantas veces las 
autoridades municipales han adelantado verificación de pagos de derechos de 

autor y derechos conexos por comunicación pública de obras musicales 
protegidas? 

UNA VEZ TRES VECES NINGUNA OTRO
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CONCLUSIONES 

 Se logra determinar que los derechos de autor en Colombia emanan de un mandato 

constitucional que obliga tanto a ciudadanos como a autoridades administrativas y 

judiciales a cumplir las leyes que le protegen, so pena de una consecuencia jurídica 

negativa para quien desobedezcan, según la calidad del infractor; ello dado a que la 

naturaleza del ejercicio del poder en nuestro país está supeditado a la constitución y al 

imperio de la ley. En ese sentido, los derechos de autor representan un deber de registro 

para el inventor, para quien los replique una obligación de pago en reconocimiento 

monetario de esos derechos, para algunas autoridades estatales la inspección, vigilancia y 

el control de que ello se dé en el marco de legalidad dispuesto para tal fin y por último, 

para las autoridades jurisdiccionales la obligación de resolver contenciosamente las 

diferencias que se pongan en su conocimiento sobre la materia. 

      No obstante, los derechos de autor son un tema especializado cuyo dominio se 

atribuye a pocas personas en la población y a pesar de que los gobernantes locales poseen 

algunas competencias para verificar su cumplimiento, como en el caso de las obras 

musicales, donde a la luz de la ley 232 de 1995 (vigente hasta el mes de enero  de 2017) 

le asistía al alcalde directamente o a través de sus dependencias el deber de verificar que 

los establecimientos de comercio abiertos al público contaran con el comprobante de 

pago de derechos de autor por reproducción pública de obras musicales, y adelantaran el 
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procedimiento previsto en el artículo 4to ibídem contra quienes incumplieran la 

acreditación de dicho pago. 

 

      Se logra determinar que los autores podrán efectuar de manera individual o Colectiva 

el recaudo del rublo de los derechos de autor que recaen sobre la reproducción de sus 

diversos temas materializados en el mercado nacional e internacional. Comprendiendo 

entonces que dependerá solo de la autonomía del autor que gestión realizar para que no se 

vean vulnerados sus derechos. 

      Una vez analizada y estudiada la ley 232 de 1995, podemos concluir que para el 

periodo 2015-2016, tiempo objeto de nuestra investigación, la administración en cabeza 

del Alcalde de Pamplona y sus dependencias tenían la responsabilidad de la vigilancia del 

debido pago de los derechos de autor de obras musicales, como requisito fundamental 

para la creación y permanencia de los establecimientos de comercio. 

        De la investigación podemos concluir que si bien es cierto, existe una organización 

que sobreguarda los derechos de autor y conexos, la administración de Pamplona, 

encabezada por su máxima autoridad el Alcalde, no vigilo, ni delego la función a sus 

dependencias para llevar acabo lo que señala la ley 232 de 1995, en el periodo 2015-

2016, puesto que no se requirió por escrito a ningún propietario para que en un término 

de 30 días calendario cumplieran con los requisitos de pago de derechos de autor, no se 

encuentran relacionadas imposiciones de multas hasta la suma de 5 salarios mínimos 
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mensuales por cada día de incumplimiento del pago de Derechos de autor, no se ordenó 

la suspensión de las actividades comerciales desarrolladas en los establecimientos, por un 

término hasta de 2 meses, por el incumplimiento de pago de derechos de autor. No se 

relacionó por parte de la administración el cierre definitivo de establecimientos de 

comercio, si transcurridos 2 meses de haber sido sancionado con las medidas de 

suspensión, continuaran sin observar las disposiciones y requisitos que exige la ley.  

       Podemos observar en los derechos de petición formulados y radicados ante la 

administración de Pamplona, que las dependencias ignoraban la importancia de la 

vigilancia del recaudo de los derechos de autor, puesto que cundo se anexa el cuadro de 

morosos  en relación a la respuesta de tutela que allega la inspectora de policía, no se 

observa que se diera cumplimiento a ningún tipo de multa o sanción proferido por la 

administración de Pamplona. 

      La omisión de dar cumplimiento a las normas  de orden constitucional, comunitarias y 

nacional que protegen los derechos  de autor, pueden dar lugar a investigaciones 

disciplinarias y penales contra los funcionarios  que incumplen su deber de proteger los 

derechos de autor y conexos. 

      El incumplimiento de la protección de las normas de derechos de autor por los 

funcionarios públicos puede dar lugar a procesos contencioso administrativos por el 

medio de control de reparación directa. 
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      Las autoridades de Pamplona y los usuarios de la música no se tienen claridad de los 

requisitos que deben acreditar los gestores individuales para realizar el cobro de las obras 

que representan, esto es, los establecido en el decreto 3932 de 2010, compilado por el 

decreto 1066 de 2015. Y  por tanto desconocen que la expedición de un paz y salvo de  

un gestor individual no exime de obtener el paz y salvo de las sociedades de gestión 

colectiva. 

      Existe una debilidad de los titulares de derechos de autor para ejercer las acciones 

administrativas ante las autoridades del municipio de Pamplona en aras de hacer efectivos 

de autor y derechos conexos que representan.  
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ANEXOS 

 Consentimientos informados y entrevistas aplicadas. 

 Derechos de petición y sus debidas respuestas de las siguientes autoridades 

administrativas del municipio de pamplona :  

a. Inspección de policía  

b. Secretaría de gobierno 

c. Personería municipal  
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CONSENTIMIENTO INFORMADO PARA PARTICIPANTES DEL 

ESTUDIO 

 

Proyecto de grado titulado: análisis al desempeño de la administración municipal de 

pamplona frente a los derechos patrimoniales de autor por obras musicales y derechos conexos 

durante los años 2015 – 2016 

Este proceso se llevará a cabo por las estudiantes: Tatiana Aleán Florez y Laura 

Villamizar Vera, pertenecientes al programa de Derecho de la Universidad de Pamplona. 

Objetivo 

 Lograr por medio de la encuesta individual determinar la frecuencia con la cual la 

administración del municipio de Pamplona en los años 2015-2016, realizó procedimientos de 

verificación de pagos de derechos de autor en establecimientos de comercio que reproducen 

públicamente música.  

Procedimiento 

El proceso de recolección de la información necesaria para este estudio, se llevará a cabo 

por medio de una encuesta estructurada, mediante la cual se pretende generar una estadística 

teniendo como base las preguntas que se le van a plantear. La encuesta iniciará después de que 

usted haya dado su consentimiento. 

Riesgos 
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De acuerdo al tipo de investigación y a la metodología utilizada, este proceso evaluativo 

representa un riesgo mínimo. Los riesgos que puede abarcar la presente investigación son: 

ansiedad durante la encuesta, debido a que las preguntas  puedan llegar a ser molestas para el 

evaluado, sin embargo de ninguna manera pondrá en riesgo la privacidad de su vida personal y/o 

profesional, así como tampoco su seguridad pues los fines de la misma son netamente 

académicos.  

Beneficios 

Usted podrá participar en el estudio y la información que nos brinde será fundamental 

para la investigación. 

Con la información por usted aportada, podrá contribuir al desarrollo disciplinar en la 

investigación relacionada con temas y problemas jurídicos vinculados al Derecho de Autor 

Colombiano por obras musicales.  

Confidencialidad 

En el caso de que usted decida participar dentro de este estudio, debe saber que: 

o Los resultados de la entrevista no serán asociados a su identidad. 

o Toda la información que usted suministre durante este proceso será totalmente 

confidencial, únicamente será utilizada con fines académicos dentro de este estudio. 
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o Si decide retirarse de este proceso evaluativo, los datos recolectados serán 

entregados o en su defecto, si usted lo prefiere, serán retirados por completo de esta 

investigación. 

Participación voluntaria 

El presente texto es una invitación a participar dentro de esta investigación, por lo que 

usted puede o no aceptar. Usted podrá retirarse cuando desee sin que esto genere repercusiones 

negativas de cualquier índole. Si durante este proceso usted tiene alguna duda o queja, no dude 

en hacerla saber a los entrevistadores que lo estarán acompañando. 

Consentimiento  

Con relación a lo mencionado hasta el momento, manifiesto que he leído y que me han 

sido aclaradas todas las dudas en relación al propósito, procedimientos, riesgos, beneficios, 

confidencialidad y voluntariedad de este proceso evaluativo: 

Por tanto, ____________________________________________, identificado(a) con cédula de 

ciudadanía _______________________ de  _______________________, consiento mi 

participación dentro de este estudio y el uso de la información que se recolecte en la encuesta. 

Para constancia de lo anterior, firmo en la ciudad de Pamplona, el día 18 de Agosto de 2017. 

________________________            

  Firma 
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UNIVERSIDAD DE PAMPLONA 

FACULTAD DE ARTES Y HUMANIDADES 

PROGRAMA DE DERECHO 

 

La presente encuesta tiene por objeto recolectar datos, respecto al procedimiento que 

adelanta la administración del municipio de Pamplona  frente a los derechos de autor de obras 

musicales, tomando de estudio los años 2015-2016; ello como componente del diseño 

metodológico del trabajo monográfico de grado titulado: “ANÁLISIS AL DESEMPEÑO DE LA 

ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL DE PAMPLONA FRENTE A LOS DERECHOS 

PATRIMONIALES DE AUTOR POR OBRAS MUSICALES Y DERECHOS CONEXOS 

DURANTE LOS AÑOS 2015 – 2016” 

 

 ¿Qué edad tiene? __________ 

 Cuál es su género:   F:         M:      Otro: _______________________ 

 Cuál es su nivel de escolaridad: básica___ técnica___ profesional___ 

 ¿Es usted propietario de algún establecimiento de comercio en el municipio de 

Pamplona? 

Sí _____ Administrador _____ otro ______________ 

 

1. ¿Reproduce usted música públicamente en su establecimiento de comercio? 
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Sí______ No______   

 

2. ¿Cuál es la actividad u el objeto comercial de su establecimiento? 

Restaurante____ distribuidora____  hotel_____ discoteca____  

 

3. ¿Realiza usted pagos de derechos de autor y derechos conexos por comunicar o 

reproducir públicamente obras musicales en su establecimiento de comercio? 

 

Sí____ No____   ¿por qué no?______________________________________ 

 

4. ¿Sabe cuál es la relación entre la organización Sayco- Acinpro y los derechos de autor y 

derechos conexos? 

Sí____  No____   

En caso de que su respuesta sea afirmativa, por favor describa cual es: 

___________________________________________________________________________  

5. ¿Durante los años 2015-2016 con que periodicidad la alcaldía del municipio de Pamplona 

a través de alguna de sus dependencias realizó en su establecimiento de comercio 

verificación de pagos a Sayco- Acinpro por comunicación pública de obras musicales 

protegidas? 
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En el año 2015: 

Mensualmente ____Semestralmente____  Anualmente___  Nunca____ 

 En el año 2016: 

Mensualmente ____Semestralmente____   Anualmente___  Nunca____ 

6. ¿Durante los años 2015-2016,  fue requerido o multado por el alcalde de Pamplona o 

alguna de sus dependencias como consecuencia de  no acreditar el pago de derechos de 

autor y derechos conexos por comunicación pública de obras musicales protegidas?  

 

Sí_____ ¿cuantas veces?__________________ 

No_____  

 

7. ¿Durante lo transcurrido del año 2017 (enero-agosto) cuantas veces las autoridades 

municipales  han adelantado verificación de pagos de derechos de autor y derechos 

conexos por comunicación pública de obras musicales protegidas? 

1 vez____   3 veces_____ ninguna_____ otro__________ 
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a) inspección de Policía  
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b. Secretaría de Gobierno 
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c. Personería  
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